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			PRÓLOGO

			La obra que usted tiene en sus manos es el aporte académico que la Universidad Externado de Colombia hace al país con motivo de la celebración de los 130 años de su fundación.

			Antes de proceder a una breve presentación de la publicación, me permito una licencia para rememorar lo que estimo ha significado y significa para Colombia nuestra Casa de Estudios.

			Nacimos el 15 de febrero de 1886 en unas precisas condiciones históricas que marcaron desde entonces nuestro talante: somos hijos del liberalismo radical de la Constitución de 1863, que enarboló una clara filosofía librepensadora que se rebeló contra el dogmatismo, el despotismo y el centralismo de la Constitución de 1886. La frase pronunciada por el presidente Rafael Núñez luego de la batalla de La Humareda (1885), según la cual “la Constitución de 1863 ha dejado de existir”, marcó un giro sustancial en la historia de nuestro país. Frente a dicho giro, un puñado de valientes pensadores se opuso, bajo la consigna “post tenebras spero lucem” –después de las tinieblas vendrá la luz–, a las nuevas concepciones impuestas del Estado y de la sociedad. Fundó, entonces, Nicolás Pinzón Warlosten el Externado de Colombia que, como dijera un alumno de nuestro fundador, “asumió la responsabilidad universitaria de la democracia”. Bastaron tres salones arrendados en lo que hoy se conoce como el Palacio Liévano, en la Plaza de Bolívar de Bogotá, modestamente amoblados, con una reducida biblioteca que ilustró a los cerca de cien estudiantes inscritos, sin que hubiera salario para sus profesores, para no dejar apagar la exigua luz que aún se vislumbraba en la oscuridad que se cernía sobre el país.

			“Los abuelos radicales” –que para el año 2016 serían más bien los “tatarabuelos radicales”–, como les llamamos en el lenguaje cariñoso de nuestra Universidad, fueron profesores expulsados por el régimen de la Regeneración de la Universidad Nacional y del Colegio Mayor del Rosario, y, a más de ellos, intelectuales que ante el cambio impuesto no aceptaron las nuevas condiciones sociales y políticas. Algunos nombres: el ya mencionado fundador Pinzón Warlosten, expresidentes como Santiago Pérez –desterrado en 1893 del país por Miguel Antonio Caro– o Salvador Camacho Roldán; intelectuales y profesores como Froilán Largacha, Felipe Silva, Alejo de la Torre, Aníbal Galindo, Juan Manuel Rudas –rector expulsado del Colegio del Rosario–, o el médico Juan David Herrera –expulsado de la Nacional–, para solo citar a unos cuantos, fueron los pioneros de la concreción de la magnífica idea. Se resistieron y se rebelaron ante la censura y la persecución, ante la ignominia y la dictadura, sin dejar caer las banderas de la libertad. Nacimos, pues, en rebeldía. Alguien podría objetar que es exagerado afirmar que la Constitución de 1886 y el régimen de la Regeneración encarnaron en sus orígenes un espíritu dogmático y despótico, pero creo que tanto el texto de la Carta Política como el de las leyes que la desarrollaron son la mejor prueba de que fue de esa manera. Bastará recordar –cosa sencilla para quienes vivimos alguna época de nuestra vida bajo la Constitución de 1886, que rigió a cinco generaciones de colombianos– la utilización sistemática del llamado “estado de sitio” (art. 121), que no era la excepción sino la regla, cuya declaratoria le permitía al Presidente de la República arrogarse los poderes del legislativo, restringir las libertades, organizar procedimientos y cortes judiciales, centralizar el poder aniquilando aquel federado que existía antaño, para citar algunos aspectos de dicha figura cardinal, desde el punto de vista filosófico, de aquel Texto Fundamental. Por su parte, el artículo 41 establecía que “la educación pública será organizada y dirigida en concordancia con la Religión Católica”, vinculación que se acentuó con el Concordato firmado al año siguiente, en donde se estableció que 

			… en las universidades y colegios, en las escuelas y en los demás centros de enseñanza, la educación e instrucción pública se organizará y dirigirá en conformidad con los dogmas y la moral de la Religión Católica. La enseñanza religiosa será obligatoria en tales centros, y se observarán en ellos las prácticas piadosas de la Religión Católica. 

			Por si esto fuera poco, se estableció también que los diocesanos podían inspeccionar y revisar los textos de enseñanza. Se iba, para expresarlo con Martha Nussbaum, contra “la idea de que cada ser humano tiene una preciosa facultad interna para indagar sobre las bases éticas de la vida y sobre su sentido último”, que es lo que se llama conciencia (Libertad de conciencia: el ataque a la igualdad de respeto, 2010).

			Allí se forjó, a la sazón, nuestro espíritu no solo de pluralismo y reconocimiento del otro, sino de autodisciplina, austeridad y ética radical. Ese fue el clima favorable que sirvió para que nuestra institución adquiriera un sello, una marca indeleble, que influyó en nuestro pasado y que sigue influyendo en la concepción del presente y en la de nuestro porvenir. Nuestra historia ha supuesto sufrimiento, pobreza, pero a lo largo de ella se templó el espíritu, de suerte tal que las generaciones que hemos seguido en esta obra tenemos muy claro el norte. Es por ello que en nuestra Universidad se pregunta a los graduandos: 

			¿Promete usted honrar con su conducta pública y privada a la patria y a la institución donde ha recibido educación científica, ejercer su profesión con honradez absoluta y ser en todas las circunstancias de la vida defensor abnegado de las libertades de sus conciudadanos? 

			La muerte de Pinzón Warlosten, sumada a la persecución gubernamental, condujo al cierre del Externado en 1895. Luego, el aprisionamiento de muchos exalumnos externadistas en el cruento periodo de la Guerra de los Mil Días, como ocurrió con Ricardo Hinestrosa Daza, Antonio José Iregui o Juan Félix de León, para citar unos pocos, generó aún más desasosiego entre quienes por su talante y por su ideología no compartían el autoritarismo propio de la Constitución de 1886. Pero el grupo de radicales no dejó apagar la luz. Durante los años del cierre del Externado, de 1895 a 1918, muchos de los nuestros se refugiaron en la efímera Universidad Republicana, hasta el día en que el rector de esta decidió que la misma adhiriera a una candidatura presidencial. Fue así como en 1918 se reabrió el Externado, debido a la cólera de estudiantes y profesores de la Universidad Republicana, muchos de ellos antiguos externadistas, que no admitieron que la academia fuese utilizada para fines político-partidistas. Es otro dato histórico de nuestra institución que nos seguirá marcando: no a la universidad adherida a movimientos políticos; sí a la universidad libre, abierta, donde quepa toda forma de pensamiento para que sea un bastión en la defensa de las libertades. Es que no se puede confundir el pensamiento liberal con dogmatismo democrático e ilustrado. Si bien es cierto puede haber personas que representen una tendencia de tal naturaleza, esta no fue la que animó desde los orígenes a nuestra institución. Quien dice Universidad Externado de Colombia dice educación para la libertad –como reza nuestro lema actual–; quien dice Universidad Externado de Colombia dice pluralismo y tolerancia; quien dice Universidad Externado de Colombia dice laicidad con respeto de las creencias religiosas; quien dice Universidad Externado de Colombia dice austeridad y sencillez; finalmente, para no hacerme extenso, quien dice Universidad Externado de Colombia dice exigencia personal y generosa disposición hacia lo social.

			Desde 1918 hasta el presente nuestra institución ha funcionado de manera ininterrumpida bajo los mismos principios. La generación Hinestrosa, que ocupó la rectoría luego de Diego Mendoza Pérez (quien lo hizo de 1918 a 1933), primero con Ricardo Hinestrosa Daza (de 1933 a 1963) y luego con su iluminado hijo Fernando Hinestrosa (de 1963 a 2012), terminó de afianzar nuestro pensamiento y consolidó la excelencia y el renombre académicos, la internacionalización, la infraestructura, la tranquilidad económica bajo el principio de la austeridad…

			Esos han sido nuestro devenir y nuestra concepción del mundo, estimado lector y estimada lectora. Usted lo podrá apreciar en la obra que aquí se presenta.

			***

			A la luz de la filosofía descrita, resulta una obviedad afirmar que la presente publicación obedece al principio de la libertad de opinión y de investigación. Es decir, si bien los sesenta y cuatro escritos que la integran fueron leídos tanto por pares internos como externos, nunca se pensó siquiera que una posición, por disonante que resultara, por más que pareciera desde algún punto de vista políticamente discutible, pudiera ser excluida de la obra. No podría ser de otra manera. Los autores tuvieron entera libertad para llegar a sus conclusiones, las cuales fueron nutridas por el debate permanente que se sostuvo a lo largo de la escritura de la obra. Se encontró, eso creo, el equilibrio perfecto entre la libertad y la seriedad académicas, ya que la única limitación válida a la primera se encuentra en el debate juicioso y crítico que expresa la segunda, el cual campeó durante la elaboración de los trabajos. Los lectores podrán así encontrar puntos de vista que no comparten, y aun posturas contrapuestas al interior de la obra, pero ello es precisamente lo que la enriquece. La academia, para ser tal, tiene que ser libre y guiada solo por la curiosidad y el deseo de profundizar de manera rigurosa. Una academia sumisa, que tenga por objeto justificar posiciones gubernamentales, preconceptos ideológicos o intereses económicos, es una academia que pierde su razón de ser.

			Para nadie son un misterio las dificultades que presenta la llamada “locomotora minera”. Este sector económico es hoy por hoy uno de los más importantes y representativos para el desarrollo social y económico del país, y en él se conjugan múltiples visiones, concepciones de la sociedad, del medio ambiente, de la política, de las relaciones centro-periferia, del papel del capital y las multinacionales, de las comunidades, etc. Pareciera que en torno de esta “locomotora” se concentraran todos los debates que pueden interesar a una sociedad. Por ello se escogió el tema para realizar la primera investigación realmente interdisciplinaria al interior del Externado.

			Esta obra obedece a una nueva estrategia investigativa que se ha implementado recientemente en la Universidad. Conscientes de que uno de los problemas que tiene la investigación en las universidades es la autarquía investigativa –que en muchas ocasiones es la forma de protección del ego y el saber académico de cada quien–, en donde cada centro de investigación produce sin mirar a su vecino, se decidió en el año 2013 iniciar esta investigación en la que participarían todos los centros de investigación de todos los departamentos y facultades de la Universidad. La idea era que ni uno solo quedara por fuera. La experiencia no pudo ser más enriquecedora. No solo porque se instauró un diálogo productivo entre los diversos puntos de vista y disciplinas, sino porque los textos eran leídos en la Universidad por colegas de diferente formación, antes de ser sometidos a pares externos. Ello garantizaba que cuando los trabajos pasaban a estos últimos, les llegaban decantados conceptualmente. La sencilla idea con la que se inició esta obra permitió hacer una “revolución” en la manera de investigar en la Universidad: de la autarquía académica se hizo el tránsito a la complementariedad académica; se demostró así la oportunidad y la fecundidad de pasar del aislamiento del saber disciplinario, por robusto que este pudiera ser, al diálogo riguroso con los otros saberes.

			Por creer que las ideas novedosas son en extremo escasas –es el precio de tener una visión histórica de la vida–, pero que se requiere de individuos que las propulsen, y quizás es allí donde hay espacio para el sello personal e innovador, permítaseme nuevamente licencia para referirme a los pormenores del libro: todo empezó con la respuesta emocionada de los centros de investigación a una invitación de la Rectoría a realizar esta obra –respuesta que demostró nuestro talante solidario, nuestra generosa disposición ante el conocimiento, nuestro amor por esta Casa de Estudios, nuestra aceptación entusiasta del cambio en pos de un nuevo sentido–, que produjo una primera “lluvia de ideas” respecto de lo que cada centro de investigación podría aportar al objeto general del proyecto, previamente definido. Esta “lluvia de ideas” fue analizada por un equipo coordinador compuesto por cinco personas expertas en el tema pero con formación diferente, bajo la dirección del Rector, para llegar así a un primer índice provisional que permitió una reunión de todos los investigadores e investigadoras que se unieron al proyecto, donde se expuso el plan de trabajo, se debatió profundamente y se decantó sustancialmente marcando las pautas conceptuales a seguir. Luego de esta importante reunión se nombraron coordinadores académicos para cada uno de los cinco tomos, quienes recibieron el encargo de liderar la producción intelectual de su volumen y de reunirse periódicamente con los otros coordinadores y el Rector.

			***

			El hecho de que cada tomo tenga una presentación escrita por su editor me exonera de profundizar al respecto. Baste decir que la publicación se compone de cinco volúmenes que contienen los sesenta y cuatro ensayos anunciados, buscando lograr para cada tomo una unidad conceptual. Como se podrá observar por quien recorra el índice y consulte la obra, en más de una ocasión los escritos fueron redactados a varias manos por exponentes de diversas disciplinas, lo cual no fue un punto de partida sino de llegada, que ayudó a la coherencia que se perseguía.

			El primer tomo, titulado Aspectos jurídicos de la actividad minera, editado por el doctor Milton Fernando Montoya Pardo y compuesto por doce escritos, hace un recorrido por los debates jurídicos centrales de la minería: desde la propiedad del subsuelo hasta los aspectos constitucionales de la sostenibilidad fiscal y la tributación, pasando por las diversas expresiones de los contratos mineros y de sus concesiones –incluyendo elementos procesales–, sin dejar de considerar las servidumbres mineras y el abuso del derecho que puede existir respecto de las mismas, o el análisis de la minería tradicional, así como aspectos específicos, por ejemplo, en materia de la concurrencia de la minería del carbón y la explotación del gas metano en depósitos de carbón. 

			El segundo tomo, denominado Medio ambiente y desarrollo sostenible en la actividad minera, editado por la doctora María del Pilar García Pachón e integrado por dieciocho ensayos, se centra en la inevitable tensión entre minería, medio ambiente y desarrollo sostenible. Los trabajos del volumen fueron agrupados en cuatro subtemas: el primero, sobre las complejidades ambientales en cuanto al desarrollo sostenible en el sector minero, se ocupa ya sea de la relación entre el uso del mercurio y sus repercusiones en la salud y el medio ambiente, o de aquella existente entre agua y minería o entre biodiversidad y minería, como también del desarrollo sostenible desde el ángulo de la desmaterialización, o del nexo entre el crecimiento económico, el empleo y el desarrollo en minería y en el sector turístico. El segundo subtema comprende el licenciamiento ambiental –régimen actual y antecedentes–, al igual que la forma en que se presenta la gestión de riesgos como un ejemplo de la policía administrativa en el sector minero. El tercero comprende estudios relativos a la producción de daños ambientales y la forma de enfrentarlos desde el principio de precaución o del daño punitivo, o aun desde el derecho sancionatorio y, en general, de la responsabilidad civil. El último, que bien hubiera podido dar lugar a un tomo aparte, corresponde a la llamada Economía Verde, considerada desde diversos aspectos: los criterios para superar el interés público y privado en el sector, el análisis de la reserva del poder regulatorio en los acuerdos internacionales de inversión, la emisión de bonos ambientales o la relación de la minería con el mercado de valores, o también de las tasas ambientales, y las negociaciones de la OMC o del Acuerdo sobre Comercio de Servicios –TISA–. 

			El tercer tomo, titulado Competitividad y desempeño en el sector minero, editado por el doctor Carlos Alberto Restrepo Rivillas y compuesto por once escritos, se centra en la relación entre empresa y minería, desde los ámbitos de la competitividad y la inversión, la responsabilidad social empresarial, la tecnología, la implementación de estándares nacionales e internacionales para la financiación de proyectos mineros y, por último, los asuntos laborales y el empleo. Cada uno de dichos temas ofrece análisis sutiles que van desde formulaciones teóricas hasta estudios de campo en empresas o en regiones.

			El cuarto tomo, titulado Minería y comunidades: impactos, conflictos y participación ciudadana, editado por la doctora Ana Carolina González Espinosa e integrado por quince ensayos, estudia la relación de la minería con las comunidades y la ciudadanía, desde el ámbito del fuerte impacto que aquella necesariamente genera en estas, al ser las receptoras de la “intromisión”, que produce diversas reacciones. Partiendo de que las comunidades son nuevos actores en el sector de la minería, el volumen permite una verdadera e interesante “incursión” desde múltiples ángulos: la influencia del sector en la comunidad, en el territorio, en la seguridad, en los desplazamientos poblacionales y en la educación. También –no solo con estudios de caso, como para el Chocó, sino con reflexiones de orden conceptual– se estudia la minería como generadora de conflictos, e igualmente el papel que ella podría y aun debería desempeñar en el posconflicto. A más de lo anterior, contiene escritos sobre la consulta previa y la popular, con un estudio de caso sobre el Páramo de Santurbán, y el análisis de otras formas de participación ciudadana, que pueden ir desde los medios de comunicación y la internet hasta las mesas de diálogo y la maleable así llamada opinión pública.

			Finalmente, el quinto tomo, editado por el doctor Sebastián Díaz Ángel y presentado por el doctor Francisco Gutiérrez Sanín está compuesto por ocho escritos, y se titula Historia y gobierno del territorio minero. Utilizando la cartografía del siglo XVI al XX, así como el estudio de las ordenanzas, dominios y jurisdicciones de la Nueva Granada del siglo XVIII y el de las salinas neogranadinas de 1778 a 1826, se ofrece un verdadero abrebocas que permite enfrentar el fundamental tema de las problemáticas actuales del territorio, tales como sus modelos de gestión, de reparto de competencias, de la influencia del uso del suelo minero en los Planes de Ordenamiento Territorial, sin excluir las difíciles relaciones entre la planeación nacional, regional y sectorial, así como la participación de las entidades territoriales en el sector minero.

			Ahora bien, la política académica así concretada tenía otro reto: no saturar a los centros de investigación, separándolos de sus objetivos principales; es decir, que de todas formas continuaran con su dinámica de trabajo en sus diferentes líneas de investigación. Esto se logró a cabalidad, y para demostrarlo basta un dato: en el año 2015 el Externado rompió su récord histórico de publicaciones, con un total de ciento cuarenta y nueve títulos nuevos, lo cual la ubica como la mayor editorial universitaria de país, luego de la Universidad Nacional. Lo anterior permite afirmar, sin pecar de pretensiosos, que esta obra constituye un hito en la forma de investigar en Colombia. Solo el esfuerzo mancomunado, disciplinado y constante, propio de nuestra institución, permitió llegar a buen puerto. En adelante la obra se escapa de nuestras manos y pasa al mundo de la crítica y el debate, que serán siempre bienvenidos en cualquier ambiente, ya sea académico o extra académico. Con independencia de la crítica que se pueda recibir, y que, reitero, será siempre bien acogida, queda la certeza de que se trabajó con seriedad y dedicación en una obra que con gran orgullo se presenta al país.

			Debo finalizar con varios agradecimientos. En primer término, a los profesores de los centros de investigación de la Universidad que respondieron al llamado para unirse a este enjundioso proyecto. En segundo término, a quienes editaron cada uno de los tomos, por la inteligencia para dar un marco coherente a los textos, no solo al interior de su respectivo volumen, sino en el conjunto de la obra; a la doctora Carolina Esguerra, nuestra coordinadora de investigación en el área de publicaciones, por la excelente labor de coordinación que realizó con todos los centros de investigación y con los editores de los diferentes tomos; al doctor Jorge Enrique Sánchez, director de Publicaciones, quien estuvo siempre presto a darnos su consejo para la buena edición de la obra; a los señores José Ignacio Curcio, Aureliano Pedraza y Marco Robayo por la corrección de estilo y diagramación realizada al conjunto de la obra. Finalmente, a los pares externos, con cuya lectura y crítica se mejoró sustancialmente la presente obra.

			Como Rector de la Universidad Externado de Colombia en el año 130 de su fundación, no puedo sino sentir orgullo y complacencia por esta publicación. Le deseo buen viaje a la misma, buen viaje que consistirá, así espero vivamente que sea, en la relevante repercusión social y académica que pueda tener en nuestro país.

			 

			Juan Carlos Henao

			Rector de la Universidad Externado de Colombia

			Bogotá, enero de 2016

		

	
		
			PRESENTACIÓN

			El presente libro hace parte de una gran publicación sobre Minería y desarrollo elaborada por un grupo interdisciplinario de más de noventa investigadores de la Universidad Externado de Colombia. Con una reflexión sobre los aspectos jurídicos de la minería (Tomo 1), los asuntos ambientales (Tomo 2), la competitividad empresarial (Tomo 3), las comunidades (Tomo 4) y el ordenamiento del territorio (Tomo 5) se busca contribuir con un debate informado en un sector que ha sido atravesado por una fuerte polarización. El Tomo 4 (referido a las comunidades) que aquí se presenta constituye parte fundamental de esa discusión amplia que debe darse en torno a la minería en Colombia. 

			Las contribuciones de los diferentes autores se plantean como descriptivas de los retos que en la materia enfrenta la industria extractiva, y de las diversas formas que asume el involucramiento de las comunidades; pero también dan luces para comprender mejor la importancia y papel de la sociedad civil en la búsqueda de soluciones. El texto reúne productos de investigación de la línea en recursos minero-energéticos del Observatorio de Políticas, Ejecución y Resultados de la Administración Pública –OPERA– de la Facultad de Finanzas, Gobierno y Relaciones Internacionales, de los departamentos de Derecho Constitucional, Derecho Minero-Energético, Derecho Ambiental y del Centro de Investigación en Política Criminal de la Facultad de Derecho, de la Facultad de Economía, de la Facultad de Ciencias de la Educación, de la Facultad de Ciencias Sociales y Humanas, así como de la Facultad de Comunicación Social y Periodismo. 

			Esta pluralidad disciplinaria desemboca en distintas aproximaciones metodológicas. Mientras algunos capítulos se basan en la realización de un trabajo de campo que incluye encuestas de gran alcance, entrevistas y observación participante en diversas regiones del país, otros contrastan literatura gris con una revisión bibliográfica extensa. En otros casos se privilegia una entrada a partir del análisis de la doctrina, la jurisprudencia y el marco regulatorio nacional e internacional. Algunos textos introducen un análisis cuantitativo a través de la puesta en marcha de correlaciones estadísticas o mediante el diseño de indicadores de medición de los fenómenos observados. Adicionalmente, mientras que en algunos capítulos se hace un estudio a posteriori de la problemática, en otros se intenta un análisis prospectivo, en otros aun se proponen marcos de análisis para la comprensión de nuevos fenómenos y en algunos más se plantean también recomendaciones de política pública. Ello constituye en parte el aporte de este tomo ante los múltiples desafíos de gestión en el sector. 

			LAS COMUNIDADES COMO NUEVOS ACTORES DEL SECTOR MINERO

			Considerado como estratégico para el desarrollo, y asociado a los intereses nacionales, el sector minero-energético había sido, hasta hace pocas décadas, observado como un ámbito técnico reservado a la decisión de las autoridades gubernamentales. A nivel internacional, la existencia de grandes compañías fuertemente vinculadas a los gobiernos –Exxon al gobierno de Estados Unidos, Total al gobierno francés–, hacía que la actuación de las mismas fuese considerada casi como parte de la política exterior del gobierno en cuestión (González Espinosa, 2013). En Colombia, con la creación de la empresa estatal Ecopetrol en los años cincuenta, y el predominio del Estado en grandes y medianos proyectos mineros a través de empresas públicas como Minercol o Carbocol, esta percepción quedaba reafirmada. 

			Los escenarios de negociación y discusión estaban limitados casi exclusivamente a la interacción con empresas extractivas del sector privado, la creación de empresas estatales y la definición de condiciones laborales justas con los sindicatos. Los grandes debates durante el siglo XX en Colombia tuvieron que ver con el paso de un sistema de concesión en el sector de hidrocarburos a un contrato de asociación, con la creación y rol de Ecopetrol, con el papel desempeñado por Carbocol en el proyecto Cerrejón, y con reivindicaciones de la Unión Sindical Obrera de la Industria del Petróleo –USO– (“Arranca el nuevo esquema de contratos petroleros en Colombia”, 2004: “Carbocol la sigue viendo negra”, 1995; “Viaje al fondo del pozo. El gobierno decide afinar los contratos de asociación con las petroleras extranjeras...”, 1989). 

			No obstante, la discusión en torno al rol de las comunidades como presuntas beneficiarias del desarrollo que se quiere promover a través de la explotación de recursos naturales, pero también como sujetos receptores de los impactos derivados de la extracción y más recientemente como actores en la definición de políticas públicas y privadas relacionadas con el sector minero-energético, está cada vez más presente en Colombia y a nivel internacional (Egan, 2010; Harker et al., 2008; Perry y Olivera, 2010; Stevens, 2003). Siguen vigentes las controversias alrededor de la negociación Estado-mercado y los conflictos laborales, pero a ellas se suman ahora las luchas de organizaciones sociales y comunidades por ser tenidas en cuenta, y los conflictos socio-ambientales derivados de la actividad de extracción en el territorio (Avellaneda Cusaría, 2004; Fontaine, 2003; Idárraga Franco, Muñoz Casallas y Vélez Galeano, 2010). Esta incursión de un nuevo actor-tema en el sector minero-energético está asociada, entre otros, a los siguientes fenómenos en el Estado, en el mundo empresarial y en la sociedad civil. 

			Por un lado, la privatización de un número considerable de empresas del sector y su fuerte expansión más allá de sus fronteras. Al estar relativamente desvinculadas de la política de sus Estados, y empezar a actuar en diferentes países del mundo a través de múltiples subsidiarias, se empezó a gestar la idea de que este poder creciente de las empresas debe ser regulado de nuevas formas. En un contexto de pos-guerra fría, en el que las causas de la democracia y los derechos humanos adquieren vigencia, y las organizaciones no gubernamentales logran crear redes internacionales para amplificar su voz, los impactos que las actividades de estas empresas tienen en el mundo empiezan a ser cuestionados (Utting y Clapp, 2008; Utting y Clapp (eds.), 2008). Suceso inaugural de ello lo constituye el derrame de la Exxon Valdez en Alaska en 1989, pero le siguen las acusaciones a la Shell en los años noventa por complicidad con las autoridades nigerianas en la represión de la comunidad ogoni, y los escándalos de la ELF en África. 

			Ligado a lo anterior, emerge a nivel internacional y nacional un nuevo discurso en torno al rol del sector privado en el desarrollo. El surgimiento de los valores relacionados con los derechos humanos, la discusión sobre los asuntos sociales en el comercio internacional y la noción de desarrollo sostenible, son factores que contribuyen a alimentar la reflexión alrededor de la Responsabilidad Social Empresarial –RSE– (Capron y Quairel-Lanoizelée, 2004). Las expectativas son altas; en una encuesta internacional a consumidores un abrumador 93% asegura que las compañías deben ir más allá de los estándares mínimos exigidos por la ley con el fin de actuar de manera responsable y enfrentar desafíos sociales y medioambientales, y un 81% de los consumidores encuestados espera que las empresas contribuyan a mejorar a las comunidades en las cuales desarrollan sus operaciones.

			Por otro lado, la desvinculación del Estado, en muchos casos, de la actividad propiamente dicha y la flexibilización en la regulación, justificada a menudo en la necesidad de atraer la inversión privada en el sector, plantea importantes retos. El siglo XXI se inauguró con una importante transformación en el sistema de otorgamiento de concesiones tanto en el sector petrolero como minero en Colombia; se reafirmó el rol del Estado como regulador más que como operador de la actividad, aunque se mantuvo su predominio en Ecopetrol. En un contexto de altos precios de los minerales y los hidrocarburos, el país decidió apostarle al sector como motor de desarrollo, una política que también se presenta en otros países de América Latina. Empero, al convertirlo en el centro de la estrategia de desarrollo y al reforzar la dependencia respecto de sus rentas para financiarlo, perdió también margen de maniobra para regularlo. En el territorio, el nivel nacional de gobierno es percibido a menudo más como aliado de las empresas que como mediador entre estas y los actores locales. La falta de capacidad y competencias de los actores estatales locales, y la desarticulación institucional, contribuyen a esta percepción reforzada de abandono de las comunidades.

			Por último, a partir de la década de los ochenta la participación de los ciudadanos ha venido adquiriendo fuerza como imperativo de la acción pública. En Colombia la Constitución de 1991 consolidó una tendencia que se venía gestando a través veedurías y comités de control ciudadano, por medio de canales de participación ciudadana –consultas populares, acción de tutela, revocatoria del mandato, entre otros– (González R. y Velásquez, 2003). La idea de que las políticas públicas y el futuro de las comunidades puede decidirse sin ellas está cada vez más revaluada (Blondiaux y Sintomer, 2002). A pesar de su apariencia técnica y su asociación con el interés nacional, el sector minero energético no escapa a esta tendencia. 

			A ello se suman los cambios en la movilización ciudadana del sector. El boom minero de las últimas décadas se asocia a una transformación tecnológica de la actividad, que se vuelve mucho menos intensiva en mano de obra y más extensiva en el territorio, con un uso mayor de los recursos locales –agua, tierra, etc. Ello hace que aunque no desaparezca, la movilización social obrera pierda cierta visibilidad frente a otras reivindicaciones de carácter ambiental y social. Los conflictos socio-ambientales se multiplican entonces en el sector, y con ellos las organizaciones de la sociedad civil que defienden este tipo de derechos y logran a través de estrategias múltiples de protesta, litigio estratégico, mediatización y trabajo en red, convertirse en actores fundamentales en el nivel territorial. Frente a ellos los canales institucionales de gestión de conflictos y de participación no siempre son claros ni suficientes. 

			Lo anterior explica, al menos en parte, cómo las comunidades han llegado al centro del debate en el sector minero energético. La minería como motor de desarrollo no puede así excluir a quienes son o deberían ser los beneficiarios de dicho desarrollo y que se asumen como actores centrales del sector. Desde la noción de gobernanza se podría decir que asistimos a un escenario en el que el Estado no es ya el único actor relevante puesto que ahora las empresas y la sociedad civil juegan un rol central (Gaudin, 2002; Gaventa, 2004; Ilyin, 2013). 

			ROLES Y ESTRATEGIAS DE LAS COMUNIDADES Y SOCIEDAD CIVIL EN LA MINERÍA

			Pero, ¿cómo se inserta el asunto de las comunidades en la agenda del sector? El presente tomo plantea que existen dos ejes: como primera medida, las comunidades en el territorio son las que reciben los impactos positivos y negativos de la actividad minera, y en segundo lugar, a través de organizaciones de base las comunidades, las organizaciones de la sociedad civil en diversos niveles, su trabajo en las redes internacionales, y su incidencia en los medios de comunicación y la opinión pública, las han convertido en sujetos activos y no en meros receptores pasivos de impactos. Los dos ejes plantean desafíos para el sector y para el desarrollo local que son abordados por los autores de este libro a partir de diversas aproximaciones y disciplinas. 

			LAS COMUNIDADES COMO RECEPTORAS DE LOS IMPACTOS DE LA MINERÍA EN EL NIVEL LOCAL 

			En la primera parte del libro, desde diferentes perspectivas –económica, socio-ambiental, de planeamiento territorial, de seguridad y derechos humanos, y normativa–, se hace un análisis de los impactos de la minería sobre las comunidades en los territorios donde se extraen los recursos. En algunos casos también se avanza en propuestas y herramientas para abordar dichos desafíos. Los primeros cinco ensayos abordan estos impactos centrándose en las dinámicas del desarrollo local y el goce efectivo de los derechos humanos, mientras que los tres últimos se concentran en el análisis de estos efectos en el escenario del conflicto armado colombiano. 

			El texto de Juan Manuel Ospina, que abre el tomo, plantea cómo la irrupción de proyectos empresariales impone importantes cambios para las costumbres, dinámicas de vida y prácticas de producción de las poblaciones, sobre todo rurales, tradicionalmente poco conectadas a la economía capitalista y con débil o insuficiente presencia del poder estatal. Enfocado en proyectos mineros de gran envergadura, que tienen mucho en común con los grandes proyectos agroindustriales, hidroeléctricos, etc., en este capítulo el autor hace un recuento de las percepciones y temores que suscita la llegada de las grandes empresas al territorio y las diferentes fases que atraviesa esa relación. Como lección aprendida sugiere que el primer encuentro entre la minería a gran escala y las comunidades marcará la forma como se suceda posteriormente la relación: “… el no asumirlo de manera sustantiva y no puramente formal, como un procedimiento de simple trámite, un requisito más, sin la claridad y verdad requerida, por parte de unos y otros, ha sido una de las principales causas de tantos conflictos, de tantas malas decisiones que se hubieran podido evitar o corregir a tiempo”.

			En este contexto, se hace indispensable una discusión sobre el desarrollo en zonas de extracción. Como actividad económica territorializada por excelencia, en la minería se deberían poder establecer procesos de encadenamiento económico en lo local, que al punto no son claros y que trasciendan la discusión sobre el impacto de las regalías. Por su parte, Óscar Alfonso hace una radiografía del negocio minero formal en 2013 y determina que aunque no se puedan establecer con certeza las condiciones para hablar de maldición de los recursos naturales, existen serios indicios de concentración de la actividad de explotación que ameritarían una revisión de las responsabilidades de los concesionarios mineros en cuanto a la mitigación de los externalidades negativas ambientales y sociales por jurisdicciones municipales, y estimadas en proporción al conjunto de las diferencias de grado. 

			Estas implicaciones de la concentración de la actividad son analizadas en particular en el caso de la educación, considerada como eje articulador de la transformación del capital natural en desarrollo vía el fortalecimiento del capital humano. De acuerdo con Óscar Alfonso y Carlos Rodríguez, aunque los resultados para 2013 no son contundentes en términos de la tendencia de los indicadores de cobertura neta, deserción y repetición entre los grupos de municipios organizados según el origen del capital minero, es necesario comprender mejor los efectos de la minería en las perspectivas de formación de los jóvenes en cada región.

			Pero, más allá de la discusión en torno al impacto de la minería sobre el desarrollo, incluir a las comunidades dentro de la ecuación significa evaluar cómo afecta la extracción de recursos naturales el goce efectivo de los derechos humanos. A este respecto, el texto de Alexandra Castro centra la atención en los movimientos involuntarios de la personas como resultado del desarrollo de proyectos mineros. Al requerir importantes extensiones de tierras y depender de la riqueza geológica del subsuelo, las decisiones de localización de las minas pueden entrar en conflicto con la permanencia de las comunidades y sus actividades económicas en determinado territorio. Aunque de forma progresiva a nivel internacional se han venido formulando directrices para llevar a cabo posibles reasentamientos, en Colombia no existe una regulación clara en la materia, y en cambio contrasta un profundo déficit en términos del seguimiento que el Estado hace a los impactos que tal movilidad pueda generar. En este contexto prima una gestión individual en lugar de una colectiva, y la aproximación es solo en términos de compra de predios, lo cual puede llegar a vulnerar derechos fundamentales. Se sugiere, entonces, el afianzamiento de una política y una regulación claras en materia de reasentamientos puesto que, más allá de una actividad voluntaria del resorte de la responsabilidad social empresarial, tal movilidad involucra los derechos humanos de las comunidades, lo que requiere una posición activa por parte del Estado. 

			Bajo esta misma lógica de derechos humanos se podría también analizar el callejón sin salida en el que ha quedado la minería tradicional en el país. Al privilegiar la actividad a mediana y gran escala, la política de promoción de la inversión minera genera no solo efectos sobre las comunidades en general y sus actividades productivas en el territorio, sino también sobre las comunidades mineras. El texto de Jimena Sierra Camargo plantea que en este escenario, 

			… el derecho […] ha sido utilizado como un instrumento de intervención y disciplinamiento, para definir, según la racionalidad económica dominante, quién puede realizar minería y quién no, de qué manera es permitido hacer minería, y sobre quiénes deben aplicarse las categorías de mineros informales, ilegales, criminales, de hecho, etc.

			En el análisis de impactos, y en un contexto de violencia persistente como el colombiano, dos capítulos indagan sobre los efectos que tiene la minería sobre las condiciones de seguridad ciudadana (Andrés Macías) y las imbricaciones del sector con los actores armados ilegales, además de las perspectivas frente a un posible acuerdo de paz (Frédéric Massé). Como una primera aproximación al tema, el texto de Macías desafía la hipótesis según la cual la llegada de las empresas mineras, con el consecuente apoyo de la fuerza pública y de sus fuerzas privadas de seguridad, debería producir un mejoramiento en las condiciones de seguridad ciudadana y convivencia en los municipios de extracción. Pero también cuestiona la percepción de que la actividad extractiva empeora las tasas de homicidio, hurto a personas, lesiones personales y violencia intrafamiliar. Invita así a un estudio más detallado y, probablemente, de casos específicos para poder entender estas relaciones que algunas comunidades identifican como de suma importancia en su visión de la minería. Por su parte, el capítulo de Massé plantea cómo “en los últimos años, el oro se convirtió en un combustible muy atractivo para el conflicto armado interno, hasta competir con la coca como fuente de financiación de los grupos armados ilegales”. En un primer momento hace un recuento sobre esta relación explosiva entre minería y conflicto armado, especialmente a partir del estudio de la minería aurífera, y describe las políticas gubernamentales para contrarrestar estos vínculos. Posteriormente, el texto sugiere que si bien la firma de un acuerdo de paz puede reducir los niveles de extorsión a grandes y pequeños mineros, existen diversos fenómenos que pueden tener tendencia a permanecer o inclusive a intensificarse. Como lo dice el autor, “el desafío no es solo tener una minería de oro libre de conflicto armado en Colombia, sino una minería libre de influencias criminales”. La búsqueda de soluciones debería entonces tener en cuenta estos riesgos. 

			Por último, el capítulo de Albeiro Moya materializa para una región específica los desafíos e impactos que implica la intensificación de la actividad minera. La caracterización de la extracción de minerales en el departamento del Chocó, la descripción de los diversos problemas que atraviesa el territorio en términos de sostenibilidad, las dificultades que ha tenido para capitalizar la actividad en pro de un mejoramiento de la calidad de vida, la resistencia de algunas comunidades étnicas y la superposición del proyecto minero con los procesos de restitución de tierras a comunidades afectadas por el conflicto armado, evidencia lo multifacético de un fenómeno y, por lo tanto, la inoperancia de recetas universales, así como la necesidad de conocer el territorio para plantear caminos alternativos. 

			EL ROL DE LOS CIUDADANOS FRENTE A LA MINERÍA: PERCEPCIONES, INVOLUCRAMIENTO Y MOVILIZACIÓN

			El tomo que presentamos da cuenta de un empoderamiento progresivo de las comunidades frente a asuntos relacionados con el sector minero-energético. En este sentido, plantea el involucramiento de los ciudadanos en diferentes niveles que van desde la percepción y la opinión, hasta la incidencia. Con métodos de análisis que incluyen la revisión de fuentes secundarias y hasta la investigación-acción, los autores evidencian los diversos mecanismos institucionales y no institucionales de los que se valen las organizaciones de la sociedad civil para hacer escuchar su voz en un sector percibido tradicionalmente como cerrado a la participación ciudadana. Dan cuenta también de los desafíos que plantea esta participación cuando no existen en todos los casos los dispositivos necesarios para la incidencia más allá de los logros puntuales de algunas movilizaciones. 

			Los primeros cuatro ensayos de esta segunda parte hacen un recorrido por mecanismos institucionales de participación tales como la consulta previa a las comunidades étnicas y las consultas populares, y abren la reflexión también a mecanismos no institucionales de participación ciudadana. Los últimos tres ensayos plantean formas novedosas de involucramiento de la sociedad civil que van desde la generación de conocimiento y de discurso, a la participación en escenarios de diálogo o la formación de percepciones como parte de la opinión pública. 

			La primera reacción al hablar de participación ciudadana en el sector minero energético es plantear la discusión alrededor de la consulta previa, libre e informada de comunidades étnicas. En efecto, los capítulos de Federico Suárez y Jorge Iván Hurtado estudian los alcances de este derecho y su operatividad en Colombia. A través de una lectura del derecho al territorio por las comunidades indígenas, Suárez hace un recuento de la evolución internacional y nacional del derecho a la consulta previa, y concluye que la ausencia de una regulación estatutaria sobre el tema y la dispersión normativa, dificultan la definición clara de sus alcances y su materialización. En particular, resalta los retos en términos de definición de lo que constituye una afectación del territorio indígena y la posibilidad de veto a proyectos mineros por estas comunidades. 

			Por su parte, el texto de Hurtado plantea que a través del procedimiento de la licencia ambiental como instrumento de planeación se ha podido materializar el derecho de consulta. Como derecho, reafirma el autor la 

			… indefinición normativa y la bruma difusa de la abundante jurisprudencia sobre la materia, [que] contrario a generar seguridad jurídica ha permitido el uso indebido de la consulta previa, acercándola más hacia el estadio de la negociación y alejándola de los campos del derecho fundamental. 

			Como procedimiento, aunque se plantea la existencia de una norma clara, su falta de aceptación por parte de las comunidades étnicas plantea serias dificultades. El autor enuncia así los diversos desafíos que enfrenta la consulta previa en cada etapa –incluyendo responsabilidades difusas, falta de conocimiento y personal para atender los procesos, inconvenientes para la asistencia, bases de información sobre quiénes son y dónde están las comunidades, criterios subjetivos para determinar la afectación de la comunidad– y propone la expedición de una ley estatutaria que determine de manera clara y precisa los principios y reglas para llevar a cabo los procesos de
 consulta previa, la cual deberá establecer soluciones al reconocimiento de comunidades étnicas, como se certifica, y cuál es el proceso y sus reglas 
de juego (inasistencia, roles, costos, criterios de compensación, entre otros). 

			Además de los grupos indígenas y afrodescendientes, las comunidades, sus organizaciones de base y otras organizaciones de la sociedad civil han desarrollado una serie de instrumentos para participar activamente en las decisiones del sector minero-energético. Al respecto, el capítulo de Gonzalo Ramírez Cleves y Floralba Padrón explora los usos que algunos actores locales han hecho del mecanismo institucional de consulta popular instaurada por la Constitución Nacional de 1991. Los autores sugieren que este instrumento puede ser de gran utilidad para que los habitantes de los lugares donde se realiza la explotación se expresen. No obstante, a pesar de que, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley 136 de 1994, el desarrollo de proyectos que den lugar a una transformación de las actividades tradicionales de un municipio implique que se deba realizar una consulta popular, la puesta en marcha de este dispositivo de participación ha encontrado numerosas dificultades. Por medio de un análisis normativo y jurisprudencial, así como de un recuento de varios procesos de consulta popular inconclusos o llevados a término, los autores plantean cómo las tensiones en torno a las competencias de las diferentes entidades territoriales han afectado la participación de la comunidad. 

			Pero más allá de los mecanismos institucionales de participación y dadas sus restricciones, las comunidades han venido utilizando otra serie de estrategias para hacerse escuchar. En su capítulo correspondiente Catalina Jiménez analiza la combinación de repertorios de movilización, mediatización y judicialización que permitió a un grupo de ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil tener incidencia frente a la expedición de la licencia ambiental del proyecto de Angostura financiado por la empresa Greystar en el Páramo de Santurbán. A través de un recuento detallado de este caso, el texto da cuenta de “nuevas configuraciones de la acción ciudadana donde los tradicionales movimientos sociales dan paso a nuevas estructuras de articulación de la acción social más efímeras pero con objetivos más claros y acciones más contundentes con gran poder de incidencia” englobadas en torno a la noción de accountability social. Se trata de una movilización que reúne en torno a sí grupos heterogéneos y distintas clases sociales, y que logra apoyos incluso en el ámbito estatal y empresarial. Aunque como mecanismos espontáneos de la sociedad civil estas experiencias no están exentas de ser excluyentes –en el caso de Santurbán algunos habitantes de los municipios mineros estiman que se trata de un movimiento gestado desde y para los habitantes de Bucaramanga–, los lazos que se establecen con los líderes y partidos políticos plantean opciones interesantes de comunicación entre democracia participativa y democracia representativa. 

			A un nivel nacional, y por medio del análisis discursivo de varias plataformas sociales, el texto de Erli Margarita Marín muestra que, además de la movilización, el litigio o el accountability social, la sociedad civil se involucra activamente en la producción de conocimiento y en su difusión como mecanismo de construcción de una narrativa alternativa y como estrategia de incidencia. Por un lado, el conocimiento permite entender que la sociedad civil y la comunidad muchas veces se extienden más allá de los habitantes de las zonas de extracción y sus organizaciones de base e involucran a organizaciones sociales altamente profesionalizadas que actúan en redes internacionales. A través de sus documentos, sus páginas web, sus eventos, estas plataformas permiten construir el “otro” discurso en la cuestión minero-energética. Esta forma de participación es también fundamental en una sociedad en la que el conocimiento y la información son fuente de poder. Adicionalmente, en su estudio de caso sobre la Mesa Permanente de Diálogo –MPD– sobre minería en Colombia, la autora evidencia que la construcción de conocimiento desde la interacción entre diferentes actores plantea retos pero es posible. A través de un desarrollo del paradigma del cuidado, y por medio de la discusión de la información y la socialización de los estudios, se demuestra que “las organizaciones de la sociedad civil no solo son capaces de trabajar de manera mancomunada con el gobierno y las empresas sino que logran complementarse y cooperar para presentar alternativas a los problemas comunes”. 

			Desde una perspectiva más territorializada, el capítulo de quien escribe estas líneas, busca adentrarse en el análisis de estos espacios de concertación y diálogo. A partir de la noción de gobernanza intenta explicar la emergencia de las mesas de diálogo como instrumentos para la gestión y transformación de conflictos en el sector minero-energético. El estudio de algunas experiencias en Colombia y Perú, lleva a la autora a plantear que sus impactos y resultados están asociados a los objetivos que asumen y a la legitimidad y balances de poder que logran en la práctica. Estima que “como mecanismo de gobernanza, estos esquemas tratan de plantear nuevas dinámicas de interacción pero no garantizan los resultados [aún así] el aprendizaje del diálogo constituye un elemento de gran relevancia en un sector caracterizado por la extrema polarización”. 

			Por último, a través del análisis de una encuesta de opinión, el capítulo de Hernando Rojas, Jill Hopke y Diego Mazorra busca comprender mejor este escenario de polarización. Los autores reafirman la percepción distante que existe con respecto al sector minero: 

			A pesar de su importancia económica y su impacto ambiental, social y político, los temas minero/energéticos son en su mayoría un asunto sólo para expertos […] Con excepción de las comunidades más directamente afectadas, los temas minero/energéticos suelen estar al margen de los grandes debates públicos nacionales. 

			Plantean también que aunque un 78% de la población urbana percibe la minería como una actividad clave para el desarrollo, la mayoría estima que es altamente perjudicial para el medio ambiente. Así mismo, un 56% considera que las comunidades locales de las zonas de extracción deben ser las principales beneficiarias de las rentas mineras y que deberían tener injerencia en la decisión de extraer o no recursos naturales en su territorio (74%). No obstante, un análisis posterior de los autores sugiere que las bases cognitivas a partir de las cuales se construyen estas opiniones son débiles, por lo cual las opiniones pueden ser inestables y estar abiertas a la manipulación. La participación y el control ciudadano alrededor de un tema prioritario para el desarrollo se ven así obstaculizados por la falta de información. 

			CONCLUSIONES

			El propósito de este tomo es contribuir con una mirada más compleja de la realidad social que rodea la minería en Colombia. Cuando no son desconocidas o ignoradas, las comunidades suelen ser vistas a menudo como obstáculos para el desarrollo, o su beneplácito es entendido como mero requisito para el avance de los proyectos del sector. La noción de “licencia social para operar” y su popularidad reciente ha permitido que los ciudadanos y sus organizaciones hayan entrado con decidida fuerza en la agenda del sector minero, pero también ha circunscrito su involucramiento a la obtención de su aprobación, como un trámite adicional a los diversos que ya deben surtirse desde el Estado y las empresas. 

			Este tomo pretende transformar estos prejuicios y mostrar la relación entre minería y comunidades en su variada expresión. En primer lugar, se intenta desmitificar la idea de que existe tal cosa como “la comunidad”. La decisión de adoptar la forma plural “comunidades” en el título, no es casual y tiene por objeto promover la idea de que los ciudadanos y los grupos sociales son diversos, tienen percepciones distintas sobre la realidad y la minería, se ven afectados o interpelados por esta actividad de muchas maneras y utilizan repertorios de acción heterogéneos. En segunda instancia, el libro revalúa la percepción frecuentemente asumida desde instituciones públicas y empresas de que las comunidades son o bien “pro-mineras” o “anti-mineras”. Esta visión maniquea de la realidad le hace mucho daño al sector. Las encuestas que se muestran en este texto evidencian que la mayoría de los ciudadanos consideran la minería como un factor clave para el desarrollo del país, pero que son asimismo consientes de los posibles impactos y costos de la actividad. En el Chocó, se plantea también en este volumen, la población asume la minería como parte de su historia y de su presente, entiende su importancia para la economía local, pero reconoce los impactos y se preocupa por ellos. A ello se suman las diferencias que existen en las narrativas de la sociedad civil. Mientras que algunas organizaciones se focalizan en hacer evidentes los impactos de la minería para darles voz a ciertas comunidades afectadas, otras buscan tender puentes de diálogo para discutir alternativas que beneficien a todos los actores en el territorio. 

			Así, los diferentes capítulos invitan desde la Academia a tener una visión más informada de la minería, más atenta a las diferencias y a las complejidades, pero sobre todo más interesada en entender, más que juzgar a priori, las preocupaciones y percepciones de las comunidades. Esto puede implicar, como se sugiere en algunos textos, nuevas disposiciones regulatorias que brinden un lugar para este intercambio con la comunidad (la reglamentación de la consulta previa o el diseño de normas claras sobre los reasentamientos involuntarios). Adicionalmente, el ejercicio incluye ir más allá del mercadeo de la actividad para establecer cuáles pueden ser sus beneficios para el territorio, sus encadenamientos con la economía local y, más allá de lo económico, cómo se pueden afectar los modos de vida tradicionales y cómo se manejan otros impactos sobre la seguridad, sobre la educación y sobre los proyectos de vida de los jóvenes, etc. La aproximación a las comunidades debe ser, entonces, franca y transparente desde el primer momento y en todas las etapas de los proyectos. Es indispensable una divulgación de información completa sobre los posibles beneficios pero también sobre los eventuales costos. La creencia errónea de que conversar únicamente sobre los beneficios aumenta las probabilidades de contar con la licencia social desconoce que las comunidades son capaces de establecer perspectivas para su territorio, que están cada vez más conectadas a nivel internacional y que pueden acceder a la información a partir de múltiples fuentes, y que la consecuencia es que aumenta la desconfianza. 

			Una segunda invitación que hace este libro es a entender a las comunidades no solo como receptoras de impactos sino como sujetos activos en el sector minero que buscan espacios de incidencia en las políticas y decisiones públicas. El desconocimiento de los resultados de las consultas populares o la criminalización de la minería informal pueden frenar su participación desde el punto de vista legal, pero no logran hacerle frente al hecho político que significa esta demanda de los ciudadanos por ser incluidos. Aunque en muchos casos los espacios de participación institucional han sido ventanas de oportunidad para la expresión ciudadana, en otros se han quedado cortos y las comunidades han recurrido al uso de diversos repertorios de acción que incluyen campañas de denuncia, movilizaciones, marchas, etc. El surgimiento de las mesas de diálogo como nuevos escenarios de discusión entre Estado, empresas y sociedad civil evidencia la necesidad de nuevos pactos de gobernanza en el sector, pero a la vez plantea nuevos retos para evitar que el incumplimiento de los acuerdos o la exclusión de algunos actores genere nuevos conflictos. 

			En general, la discusión sobre minería y comunidades es un asunto de la mayor importancia, especialmente en un posible contexto de post-acuerdo surgido de las conversaciones de La Habana. Si bien como se plantea en un capítulo, se podría esperar algún tipo de desvinculación de las FARC de la minería ilegal, ello significará importantes desafíos por la posible ocupación de estos espacios por bandas criminales. La paz territorial que se promueve en los acuerdos tiene que ver con pensar el desarrollo local estando atentos a las necesidades locales y con los actores locales. El sector minero, sujeto a esta dinámica del territorio, tendrá que estar más atento que nunca a esos compromisos. 

			 

			Ana Carolina González Espinosa
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			Nuestro propósito no es otro que, a partir de una reflexión sobre realidades y experiencias concretas con las cuales se ha tenido un contacto en unos casos directo y en otros indirecto, proporcionar elementos y consideraciones a tener en cuenta al abordar el análisis de los impactos sobre el desarrollo de territorios y de comunidades rurales, producto de la irrupción en su seno de inversiones públicas o privadas, a raíz de lo cual ven profunda y durablemente modificado su escenario de vida, de trabajo y de producción. En pocas palabras, se trata de un choque entre la dinámica capitalista y las tradiciones y formas de vida pueblerina y rural. En este capítulo se presentan y comparan las dinámicas y características de situaciones nacidas de proyectos mineros de talla empresarial o de desarrollos agroempresariales o de macroproyectos de infraestructura pública, los cuales, a pesar de sus innegables diferencias, tienen una serie de elementos comunes que son los relevantes para nuestro análisis. Aunque el estudio se centra en los escenarios de comunidades tradicionales de corte campesino, hay igualmente elementos comunes para aproximarse a la comprensión de los procesos que se presentan en territorios con poblaciones étnicas y titulación colectiva. Finalmente, la minería criminal recibe un tratamiento tangencial.

			La concepción, estructuración y desarrollo de la presente investigación se fundamenta, en un alto grado, en la experiencia directa del autor, como especialista en los temas de desarrollo rural. Por ello, ocupa un lugar preponderante la recolección y organización de una serie de experiencias y vivencias concretas sobre los impactos que estos emprendimientos capitalistas tienen sobre comunidades rurales tradicionales, y que se generan por fuera de sus dinámicas propias. A lo anterior se añaden los juicios y comentarios realizados al borrador inicial por una serie de personas que, por razones profesionales y académicas, conocen a profundidad los procesos concretos de irrupción de inversiones de capital en minería y agroindustria en el seno de comunidades rurales: Antonio Romero y Jaime Arias, académicos y funcionarios públicos en el área de la minería; Laura Escobar y Laura Galvis con sus trabajos de grado y su experiencia profesional, y Juan Gonzalo Toro, empresario minero en el Cesar y en Mosquera (Cundinamarca). Sus observaciones, muy pertinentes, fueron incorporadas a la presente versión del documento.

			La bibliografía empleada está conformada mayoritariamente por trabajos monográficos que profundizan en el conocimiento de procesos concretos de impacto y transformación de comunidades rurales.

			COLOMBIA, UN PAÍS RURAL MARCADO POR LA DIVERSIDAD Y LA MEDIANÍA

			Colombia, más que un país agrario en el sentido estricto del término, ha sido un país rural con un medio natural inmensamente diverso que ha invitado más al avance complementario de diferentes actividades, con una cierta especialización regional/territorial, que a la monoproducción de algún producto en especial –el azúcar cubano, el petróleo venezolano, la soya y la carne argentina y uruguaya– y que, salvo para el café, fue hasta mediados del siglo pasado, una economía altamente articulada a su modesto mercado interno. Una ruralidad que con sus componentes agropecuario, minero y de explotación de la oferta ecológica –en especial maderas preciosas y potencial hídrico– permitió la consolidación de una economía primaria diversificada y centrada en la exportación de sus riquezas naturales como simples materias primas (commodities), sin mayor o ningún valor agregado –nuestro café salía en bultos de fique, nuestro oro en lingotes y nuestro ganado en pie–; una situación que poco ha cambiado desde los ya lejanos tiempos cuando era una modesta colonia exportadora de oro1.

			En un conocido ensayo2, Jaime Jaramillo Uribe definía a Colombia como la sociedad de la medianía, donde la realidad, con sus diferentes componentes se encuentra en el promedio; aún hoy, el país se ubica en listados internacionales de logros o realidades, en un rango medio. Conserva en su mundo rural consolidado, que se diferencia del que se construye en la frontera agraria del país, a espaldas del Estado, una estructura económica conformada en lo fundamental por una población campesina organizada en veredas, en donde son centrales los lazos y las relaciones de parentesco3; se trata de núcleos humanos conectados “al resto del mundo” por vías muy precarias, muchas de ellas simples caminos de herradura, sobrevivientes del siglo XIX4. 

			Colombia se presenta hoy más como una sociedad urbana, relumbrante e inaccesible, que seduce y a la vez atemoriza al campesino, el cual permanece por lo general encerrado en su escenario de vida veredal5, marcado por la inmediatez de las relaciones, el parentesco y el compadrazgo, y cuya base económica –de comercio al menudeo, agricultura familiar y minería artesanal y en muchos casos estacional–, está enmarcada en un contexto en el que prima el objetivo del sostenimiento y el progresivo mejoramiento de las condiciones de vida sobre “el afán de la acumulación”. En el pueblo el lugareño vende su producción y compra lo que necesita. El comerciante/tendero le permite atender6 sus necesidades básicas en términos de bienes de subsistencia y de los pequeños lujos para la señora y los hijos, e inclusive puede hasta servirle de banco. El hospital municipal le presta una atención básica en salud y en el liceo del pueblo el hijo cursa la secundaria. El cura y el alcalde7 siguen siendo las figuras de autoridad8, encarnación de las dos grandes lealtades que desde mediados del siglo XIX atraviesan, uniendo pero también dividiendo y en ocasiones violentamente, a esa sociedad tradicional: la religiosa, fundamentalmente católica, y la política, cimentada en la lealtad a uno de los dos partidos históricos, resultado de tradiciones e identidades familiares; partidos con cuyos jefes locales frecuentemente el campesino tiene una relación de cercanía, envuelta en un espíritu de compadrazgo, del “yo te ayudo, tú me ayudas”, alimentada por el intercambio de pequeños favores que generan lealtades9; son los sentimientos, las identidades y las lealtades primarias sobre las cuales se asienta la estructura clientelar del edificio político colombiano, con sus profundas raíces en lo local.

			En el espacio socio-económico local, el jornaleo ha estado y sigue estando presente como aportante del ingreso familiar, bien por los días de cada semana en que un miembro de la familia se emplea en alguna de las fincas grandes o medianas que conviven con las pequeñas en la vereda10, bien para atender los convites organizados por la Acción Comunal11, que son tradicionales en las comunidades campesinas para realizar trabajos de interés veredal –reparación de caminos, remoción de derrumbes, arreglo de la acequia del acueducto– o para el jornaleo estacional, en tiempos de cosecha –café, arroz, frutales– o de siembra, cuando las fincas, grandes o medianas, o los vecinos campesinos de la parcela necesitan temporalmente una mano de obra adicional; con los vecinos es frecuente en esos casos, el intercambio de trabajo.

			UNA REALIDAD LOCAL TRADICIONAL CRECIENTE Y DIFERENCIADAMENTE INMERSA EN UN SISTEMA-MUNDO12

			Se trata de una realidad nacional/local inmersa en un sistema capitalista mundializado, un sistema-mundo, como plantea Emmanuel Wallerstein, donde se interconectan e intercomunican espacios culturales, económicos y sociales que homogenizan y unifican la economía en torno a centros especializados de producción, con sus correspondientes periferias, que concentran la productividad, generando el consiguiente desequilibrio mundial y nacional en la distribución espacial y social de la riqueza.

			Como bien lo anota Laura Galvis en su tesis de grado13, en ese escenario mundial el Estado, con sus políticas públicas para el sector minero-energético, crea un marco jurídico, económico e institucional (que no es el objeto del presente escrito y que será desarrollado en otras secciones de este tomo) que adapta la extracción minera y de hidrocarburos a los requerimientos del capital y de la consiguiente acumulación concentrada en pocas empresas, ligadas todas al capitalismo transnacional que opera libremente en el marco de la globalización neoliberal imperante. Normas que dejan de lado los postulados del Estado Social de Derecho establecidos por la Constitución del 91, y cuyo resultado consiste en privilegiar los beneficios de las empresas y las necesidades del mercado mundial minero-energético por sobre las necesidades y derechos de los ciudadanos y de sus comunidades. En ese orden mundial los Estados, depositarios de la soberanía, acaban supeditados a un poder económico y político supranacional y supraestatal encarnado en los grandes conglomerados multinacionales –desterritorializados y desnacionalizados– que controlan la economía global con su lógica de acumulación concentrada y de subordinación del consumo para supeditarlo a sus necesidades. Al respecto Galvis resalta en su trabajo14 un aporte fundamental que en los años sesenta hizo Herbert Marcuse en su clásico El hombre unidimensional15; en palabras de Laura: 

			… la alienación que se oculta bajo la falsa libertad de mercado, la permanencia de necesidades superimpuestas que se traducen en formas de control social, la falsa idea de libertad y felicidad de mercado que esconde la inexcusable inaccesibilidad a necesidades reales y en muchos casos básicas: alimento, agua, inclusión social, libertad real.

			La vida pueblerina está envuelta en una rutina que genera inmovilidad en el seno de una situación de equilibrio estático, sujeto a un simple crecimiento “natural”, vegetativo. El ciclo, la dinámica y las incidencias de la vida diaria se ven confrontadas por eventos de origen natural, fundamentalmente climáticos, o externos a la comunidad. Entre esos eventos perturbadores de esa rutina generadora de un cierto equilibrio (algunos dirían, tradición)16, se encuentran, por ejemplo, una nueva obra pública realizada por el gobierno, o la irrupción del conflicto armado originado por fuera de la vereda y aun del municipio, o la llegada de una nueva actividad económica, legal o no, que se sobrepone a la rutina productiva vigente: el proyecto minero, el cultivo agroindustrial/empresarial, el narcocultivo. Los tres nuevos tipos de desarrollo, tienen efectos semejantes aunque diferenciados sobre las comunidades receptoras. 

			LA “NOVEDAD CAPITALISTA” IRRUMPE EN EL SENO DE COMUNIDADES Y TERRITORIOS TRADICIONALES

			Queremos plantear acá los criterios que a nuestro juicio se deben considerar al analizar las situaciones concretas en las cuales los eventos externos imponen un cambio invasivo y traumático a esas comunidades y economías locales (y aun territoriales), alterándoles profundamente sus costumbres, dinámicas y prácticas de vida y de producción. Cambio resultante de la confrontación con fuerzas e intereses económicos “extraños” a su realidad, nacidos e impulsados por el desarrollo del sistema-mundo capitalista, que por sus implicaciones y efectos trascienden a otras esferas de la vida 
de esas comunidades y territorios receptores, y rompen abruptamente y desde 
afuera el aislamiento y el “orden natural” en que vivían, sometiéndolas a la influencia de los cambios, desequilibrios y conflictos que caracterizan al mundo capitalista externo. “Los sistemas de relaciones existentes en las comunidades, empiezan a ver su modelo trastocado por elementos ajenos a su cosmovisión, que modifican cada nivel de su estructuración social”17.

			Estos eventos externos conducen a la confrontación de dos visiones sobre la naturaleza y la utilización de los recursos asociadas a distintas lógicas: la visión capitalista que concibe la naturaleza como la fuente de donde se extraen los recursos para generar plusvalía, y la tradicional, en la cual la extracción de los recursos se concibe como una forma de subsistencia y de mantenimiento de las condiciones materiales de vida, generalmente en equilibrio con la naturaleza. Como bien lo anota Galvis en su trabajo18, la visión capitalista que se instaura con la llegada de los procesos externos modifica de manera directa los usos tradicionales de la tierra, la transmisión de los saberes que organizan la producción y, en general, la cosmovisión compartida por la comunidad,

			CAUSAS DE LA “IRRUPCIÓN CAPITALISTA”

			La llegada de esas fuerzas exógenas se puede dar por diferentes razones económicas ligadas generalmente a la aparición de un nuevo mercado o una nueva tecnología que luce atractiva para el inversionista –nacional o extranjero, que para el efecto es lo mismo–, y que le permite desarrollar un proyecto en la región con el fin de aprovechar el potencial productivo de sus recursos humanos o naturales –la tierra, el subsuelo, las aguas, la masa vegetal–, o sus ventajas comparativas por su localización y por sus posibilidades de acceso a los mercados, generalmente internacionales, nuevos o dinamizados. Por razones similares llega el Estado, entre otros, con megaproyectos de infraestructura –vías, distritos de riego, hidroeléctricas, acueductos, etc.–.

			Esos territorios y sus comunidades interesan a los actores económicos emergentes, pues “les sirven” para aprovechar su dotación natural, su localización geográfica y la mano de obra disponible. El factor desencadenante del proceso de cambio es exógeno a la economía preexistente: no se trata de un desarrollo de lo presente sino de “importar” la novedad económica transformadora, la cual no enfrentará una competencia en su nuevo escenario de operación, pues no son actividades capitalistas compitiendo en el territorio por recursos, espacio y mercados, sino desplazando o arrinconando actividades tradicionales que deben cederle el espacio a un “emprendimiento moderno” que se instala intempestivamente, en un contexto con débil o insuficiente presencia del poder estatal incapaz de regular, de organizar la instalación de la nueva empresa y de velar porque sean respetados los derechos preexistentes; situación que se presenta aun cuando esas iniciativas sean estatales/públicas. 

			Tanto la actividad productiva preexistente como el desarrollo relativo logrado en el territorio –vías y redes de comunicación, servicios de salud y educación, gobernabilidad local, seguridad– reciben de parte del recién llegado una atención secundaria. En especial los grandes proyectos mineros realizan directamente las inversiones para dotarse de esos servicios que, de forma “residual”, beneficiarán a la comunidad tradicional; inversiones que aunque requeridas por el proyecto mismo, son muchas veces presentadas como inversiones para la comunidad, bajo la forma de proyectos de responsabilidad social empresarial, en una operación de imagen y de relaciones públicas que busca apaciguar los ánimos tanto de las comunidades como de las autoridades locales, avasalladas por una empresa percibida como foránea y que actúa como tal; es un “cuerpo extraño” incrustado en su organización social, y que tiene como motivación y preocupación la maximización de las utilidades de su inversión.

			LA “IRRUPCIÓN MINERA”

			Desde el período colonial19 Colombia ha desarrollado una actividad aurífera significativa (tanto de veta como de aluvión20), en un escenario donde se configuraron territorios mineros de predominante actividad extractiva en los que conviven, en ocasiones desde los tiempos precolombinos, la pequeña explotación de aluvión de tipo tradicional y artesanal21 –Bajo Cauca, Chocó o Macizo Colombiano–, con un desarrollo minero empresarial, con presencia significativa (en especial a partir del siglo XIX) de capital extranjero, originalmente inglés, a raíz de las negociaciones del pago de los empréstitos ingleses concedidos para financiar la Guerra de Independencia –una guerra que les interesaba económicamente22, pues les permitiría participar en el negocio de la minería del oro, como en efecto sucedió–… Luego llegaron las empresas norteamericanas.

			En los últimos años la gran minería ha empezado a entrar a los territorios boyacenses23, tradicionalmente de pequeña minería carbonera, con empresas multinacionales como la Unza Coal, y se han incrementado las áreas en explotación por empresas ya instaladas como Holcim. Desde el año 2011 la empresa Maurel et Prom inició en varios municipios boyacenses –Sogamoso, Pasca, Tota, Tasco– exploraciones de prospectiva petrolera, que han generado resistencia en las comunidades que denuncian, entre otras, la desaparición de nacimientos de agua como consecuencia de la actividad exploratoria.

			Es corriente que las empresas mineras, nacionales o extranjeras, en un primer momento orienten sus exploraciones hacia territorios donde existe o ha existido una tradición minera, primer indicio de un posible potencial minero. Con frecuencia (Marmato, César, etc.) sus pobladores, dedicados “de siempre” a la minería tradicional/artesanal24, terminan marginados o simplemente expulsados de los sitios donde ejercían su actividad. Casos claros de situaciones como la descrita se han presentado y se presentan aún en las zonas de minería aluvional del Bajo Cauca y del río Atrato, donde, como se ha dicho, la presencia del capital extranjero, inglés y norteamericano, en la minería del oro viene desde los inicios de la República: la Frontino Gold Mine, la Chocó Pacifico, y la Pato Gold Mine.

			Estas empresas crearon en su tiempo verdaderos enclaves o ciudadelas cerradas para sus ejecutivos y personal técnico, que los aislaba completamente de la comunidad, de manera que los beneficios aportados por la empresa, en términos de servicios –salud, educación, recreación y de comercio con los comisariatos–, no llegaban a la comunidad; una vez finalizada la explotación, simplemente levantaban el campamento, y poco quedaba para la región o para la comunidad receptora. En palabras del profesor Antonio Romero, de la Facultad de Minas de la Universidad Nacional, “en Segovia, se crearon dos mundos, y en Zaragoza y El Bagre25, se conocieron condiciones del primer mundo con hospitales de primera clase… una vez la compañía se fue, retornaron al atraso”. Un comportamiento semejante se registró en la primera mitad del siglo XX con el enclave bananero de la United Fruit Company en Santa Marta y con los campamentos levantados con ocasión de la construcción de grandes proyectos hidroeléctricos como Guadalupe y San Carlos en Antioquia, y El Guavio en Cundinamarca y, en la actualidad, con Cerro Matoso en Monte Líbano y El Cerrejón en La Guajira.

			También se da la inserción del proyecto y de su operación en el seno de la comunidad, como es el caso de los nuevos proyectos hidroeléctricos (Ituango, el Quimbo) y de las empresas carboneras del Cesar en los municipios de La Loma o de El Paso donde lo protuberante es “la diferencia entre quien trabaja en la mina y quien no”. Sobre esa región Romero resalta cómo el Estado realizó “una entrega de soberanía” al otorgarle a una empresa extranjera, la Drummond, la exclusividad de una línea férrea de propiedad pública, de señalada importancia para la región en su conjunto.

			Finalmente Romero anota una tercera forma de relacionamiento de la inversión minera con una sociedad local establecida. Cita el caso de la Anglo Gold en San Roque (Antioquia), donde compraron tierras con el único fin de la seguridad, las cuales al ser retiradas de la producción panelera, generaron desempleo y desplazamiento de jornaleros rurales.

			LA HISTORIA PROPIA DE LA MINERÍA DEL ORO

			El papel de la minería del oro ha sido altamente significativo en la tradición y la conformación de Colombia, tanto en la historia legal y oficial como en la ilegal, centrada esta última en el contrabando del metal para eludir el pago de los tributos mineros, empezando por el quinto real de la Colonia; a la fecha se añade el hecho de haberse convertido la minería aurífera no formalizada en un medio cada vez más empleado para invertir y “blanquear” capitales y utilidades ilegales de guerrilla, paramilitares y delincuentes ordinarios. Es la denominada “minería criminal”.

			Por su naturaleza y características, la minería del oro de aluvión, la de esmeraldas y en menor grado la del carbón –en Antioquia y la zona cundiboyacense–, permiten la presencia del pequeño y del mediano minero sometido a las grandes fuerzas e intereses económicos que se mueven en el negocio, con las cuales deben convivir. Esta situación se presenta en regiones con minería empresarial de oro de aluvión –en el Alto Atrato y San Juan, en el río Dagua, en el Nechí y el Bajo Cauca, en el río Guainía–, donde el pequeño minero avanza detrás o al lado del empresario grande, sea o no legal, quien en ocasiones le invade al pequeño sus lavaderos. Es una relación en alto grado conflictiva, atravesada por la ilegalidad y desarrollada en unas condiciones sin ningún control, que maximizan el impacto ambiental, y en donde no existe nada que pueda equipararse al proceso de cierre de mina que contemplan las normas. En esos escenarios se profundiza la informalidad del pequeño, sumiéndolo en un remolino de ilegalidad y de violencia de grandes proporciones. No existen “reglas de convivencia” entre unos y otros, ni de ambos con la comunidad y con el medio ambiente; son los escenarios donde se presentan los principales procesos de deterioro ambiental de origen minero.

			En los comentarios escritos al presente documento, Laura Galvis anota cómo los procesos de formalización y de organización del pequeño minero no han asumido la realidad de su cotidianidad cultural, al circunscribirse a una visión de formalización puramente económica y eficientista, de corte neoliberal, que lleva a desconocer el conjunto de necesidades y de demandas de ese pequeño minero, impidiendo tener una visión más integral de su realidad, de sus necesidades y expectativas. 

			En concordancia con lo expuesto, las políticas de formalización y legalización de esos pequeños y aún medianos mineros, como las que adelanta la Gobernación de Antioquia en el Bajo Cauca, enfrentan el desafío de hacerles atractivo el proceso a unos mineros informales que no requieren de la formalización para trabajar, la cual solo les traería mayores costos y controles, y ningún beneficio. La razón del problema es sencilla: nadar contra la corriente, pretender legalizar de un plumazo y sin aliciente alguno a individuos que operan en un contexto donde la ilegalidad es la norma.

			LA MINERÍA NO ES SOLO AURÍFERA

			Los otros grandes proyectos de minería no aurífera a cielo abierto son los de carbón en el Cesar y La Guajira, y el de níquel en Córdoba. Tienen más de un cuarto de siglo de existencia y a la fecha no hay otros, pues el boom de la locomotora minera santista ha sido de exploración pero no de producción, y más petrolero que minero. El principal conflicto de estas minerías, su impacto más negativo para las comunidades y la región en cuyo seno operan ha sido de tipo ambiental, sobre el agua y el aire. Han modificado las condiciones de vida de comunidades que hasta entonces tenían ejes productivos más integrados a las economías locales: ganadería, especialmente de cría, y agricultura campesina de alimentos en el alto San Jorge; agricultura comercial y campesina con ganadería en el Cesar y poblamiento indígena en La Guajira. Estas actividades se mantienen pero el contexto económico, social, ambiental y de relaciones de poder y de operación, así como la financiación de los gobiernos locales y departamentales se ha modificado de manera no planificada, como consecuencia de la irrupción de un poder económico externo y no de una decisión nacida del proceso de desarrollo propio de la región y de decisiones tomadas en consonancia con ese desarrollo, y no impuestas desde afuera.

			Para exponerlo claramente, lo que sucede no es la dinamización del crecimiento a partir de lo existente, sino la “importación” de la novedad capitalista con su impacto transformador/destructor. Para los gobiernos territoriales y las comunidades la llegada de los capitalistas con sus inversiones es un fuerte catalizador de su proceso de rompimiento del aislamiento en que han vivido a lo largo de su historia, obligándolos a integrarse abruptamente y sin transición al “mundo mayor” nacional e internacional. Y ni hablar de lo que esto significa cuando la comunidad en cuestión es indígena o negra.

			LA “IRRUPCIÓN AGROINDUSTRIAL”

			El desencadenante del proceso en la agricultura26 es, generalmente, la identificación de nuevas posibilidades en el mercado, el internacional y el nacional, para materias primas tropicales, básicamente de ciclo productivo largo que exigen fuertes inversiones para su establecimiento –en adecuación de tierras, riego, vías, instalaciones para manipuleo de postcosecha, etc.– y de un período muerto entre la siembra y la entrada en producción, durante el cual deben financiarse trabajos de sostenimiento del cultivo. Por ello, son negocios que requieren grandes sumas de capital, que suelen exceder el valor de la tierra, al igual que la posibilidad de acceder a paquetes tecnológicos, muchos de ellos elaborados en otras latitudes y, finalmente, disponer del conocimiento y de los medios para colocar la producción en el mercado. Se trata de inversiones propias de empresarios conectados al mundo urbano, con capital previo y acceso al crédito. Hablamos de banano, flores, algodón, cacao, palma aceitera, maderas, ganadería tecnificada (capital intensiva).

			Tradicionalmente han sido proyectos e inversiones de empresarios nacionales con contactos o relaciones con el sector industrial –textil, de grasas– o en el caso de los productos de exportación –banano, flores–, con relaciones o en asociación con empresas e inversionistas extranjeros. Históricamente en Colombia la inversión extranjera en agricultura ha sido más bien escasa. Se destaca la bananera en Santa Marta hace un siglo. Recientemente ha empezado la inversión extranjera en tierras27, altamente publicitada y criticada, en el marco de la globalización de la inversión, del aumento continuado de la demanda internacional de materias primas (China), del copamiento de la tierra productiva y del crecimiento de la demanda mundial por alimentos, impulsada por aumentos demográficos, y de la capacidad adquisitiva de grandes sectores poblacionales, la cual se expresa primeramente en un mayor y mejor consumo alimentario, donde se destaca el de proteína animal. De los territorios a donde llegan los inversionistas –Urabá, Magdalena Medio, Piedemonte llanero, Cesar–, estos aprovechan las tierras, el agua y la mano de obra local en forma de trabajo asalariado, con un alto componente estacional. El desempleo y subempleo que caracteriza al conjunto de la economía rural y campesina facilita esa contratación e incrementa, aunque sea marginalmente, el flujo de recursos económicos y la demanda agregada local, pero sin alterar de manera significativa la vida comunitaria.

			Son inversiones que operan con la dinámica y la lógica propia de los enclaves de desarrollo capitalista en un contexto de economía tradicional, con la cual no establecen relaciones directas significativas, aunque indirectamente ejerzan la influencia propia de un actor externo que dinamiza el mercado del trabajo y con ello propicia un mejoramiento limitado de las condiciones laborales, al ceñirlas a las disposiciones legales –salario mínimo, prestaciones sociales–. Puede propiciar la entrada en la escena local del actor sindical al formalizarse y ampliarse el trabajo asalariado, gracias a que en el mismo territorio, y en un lapso breve de tiempo, se puede dar el paso de campesino a obrero. La aparición de una nueva fuente de riqueza que hace más patente la pobreza tradicional y propicia desigualdades propias del capitalismo, atrae a grupos subversivos para cobrar “la vacuna” y ocasionalmente secuestrar; puede con el tiempo llegar el paramilitarismo. La nueva fuente de riqueza que rompe con la organización social y los volúmenes de inversión preexistentes lleva a desnudar el nivel de pobreza en que tradicionalmente se desenvolvía esa comunidad, hasta el punto de hacer atractivas esas nuevas empresas para la acción de grupos subversivos.

			Un caso paradigmático de transformaciones de comunidades tradicionales, en el ejemplo comunidades negras, es el proceso del Bajo Atrato, donde la irrupción de los proyectos económicos –palma aceitera, banano, explotación maderera, ganadería– se dio de la mano con los paramilitares (“el Alemán”) en el marco de un conflicto armado que desplazó a la población y transformó sus territorios al desestructurar las relaciones sociales y comunitarias que sustentaban su modo de producción. Los territorios abandonados fueron en muchas ocasiones ocupados por “repobladores”, generalmente vinculados a los grupos desplazadores, o por empresas palmeras o ganaderas que invirtieron en las tierras abandonadas, ampliando fraudulentamente los títulos privados con tierras de los territorios colectivos abandonados y de baldíos de la Nación, como bien lo ha presentado y analizado Laura Escobar en su trabajo de grado28. 

			La autora muestra, además, cómo la llegada de las empresas capitalistas no solo transformó el catastro regional sino que 

			… trajo consigo una nueva dinámica frente a la comercialización de los productos […] las familias comprometen sus parcelas, tradicionalmente utilizadas para los cultivos de pancoger, a la producción para la comercialización, siguiendo las condiciones que ponen las empresas y en general, respondiendo a las necesidades del mercado […] los cultivos tradicionalmente trabajados como la yuca y el plátano (por Banacol en el río Salaquí), están tomando nuevas características productivas […] la producción en gran escala y la destinación al comercio, transformados en monocultivos, desapareciendo así la diversidad en los productos tradicionalmente destinados a la alimentación […] la libertad que tienen las familias y la autonomía de las comunidades de decidir sobre diferentes aspectos durante el proceso productivo se transforma por la separación del campesino de la propiedad de su tierra y por las demandas generadas por las empresas comercializadoras… 

			Se construyen así nuevas relaciones de dependencia entre el campesino negro y el “patrón”, como lo explica Escobar en su comentario.

			Vale la pena anotar que muchos de estos desarrollos agroindustriales se hicieron en tierras ganaderas, como es el caso del algodón en Córdoba y el César; la palma de aceite en el Piedemonte llanero; o en montes descuajados como sucedió con el banano en Urabá; o con palma y caucho en tierras con baja densidad de población campesina y de medianos propietarios tradicionales, como en las sabanas de la Orinoquia; la palma se sembró en antiguos distritos de reforma agraria como en María La Baja (Sucre) y La Doctrina (Córdoba) o las flores para exportación, en las cercanías de aeropuertos internacionales (Oriente Antioqueño, Sabana de Bogotá).

			Estos desarrollos productivos están alineados con la tendencia mundial de especialización de las agriculturas tropicales en producciones de alimentos y materias primas de tardío rendimiento29, bajo la modalidad de economías de plantación con su lógica de enclave capitalista, que le apuntan al mercado internacional y no al local o nacional. Modifican el abastecimiento local, allí donde desplazan a los productos campesinos –ajonjolí, verduras y perecederos, plátano, yuca, arroz de secano– que abastecían a los mercados municipales y veredales. Es un factor de incidencia en el agravamiento de la dependencia del país de las importaciones para abastecerse de los alimentos requeridos, en tanto que hacen parte de la política de apertura económica agropecuaria y de “marchitamiento” de la institucionalidad y de las políticas públicas dirigidas al campo que vive el país desde comienzos de los años noventa del siglo pasado.

			LA COMUNIDAD FRENTE A LA IRRUPCIÓN CAPITALISTA

			El impacto de estos proyectos en las regiones donde eventualmente se podrían desarrollar, empieza a sentirse, principalmente en el municipio, a partir del simple rumor o comentario sobre su existencia. Unos comentarios serán optimistas en el sentido de considerar que un tal proyecto tiene la posibilidad de sacudir la rutina de la cotidianidad de comunidades tradicionales, que podrían entonces abrirse a nuevas posibilidades30; que los bienes rurales y aun los urbanos tendrían una valorización; que se tendrían más y mejores vías y servicios de salud y educación…, en fin, que el cambio equivaldría a la llegada inesperada del “desarrollo” con su mayor integración a un mundo exterior que hasta entonces les ha sido esquivo. Y, efectivamente, los precios de algunas propiedades inmuebles empiezan a moverse, se conciben proyectos e inversiones fruto de las oportunidades que se abrirán con ocasión del proyecto, actitud que se da especialmente entre comerciantes y transportadores, pero también con el dueño del hotel y los propietarios de restaurantes, cafés y heladerías; en una palabra, en la economía urbana del pueblo. No es más que la expresión concreta de la multitud de intereses económicos, generalmente de pequeña y mediana escala, presentes en la economía local, que muchas veces en los análisis se reducen a los vinculados directamente a las actividades agropecuarias y a las personas, grupos y territorios directamente dedicados a esa actividad específica, que por importante que sea para la vida municipal/veredal, no es la única ni necesariamente la más dinámica. A medida que se profundiza el proceso agrario se diversifican las actividades y las fuentes de empleo existentes; los nuevos emprendimientos capitalistas, al menos en un primer momento, son vistos por estos actores municipales urbanos como oportunidades de negocios, no como amenazas y por eso tienen una actitud favorable hacia ellos.

			Otros, ante la falta de información sobre la iniciativa, consideran que más que una oportunidad es un riesgo, pues pondría a la región “patas arriba”, destruiría mucho de lo construido a través de los años, saquearía las riquezas naturales que al menos potencialmente son de todos, acapararía el uso del agua y aun las buenas tierras, traería plata y monetizaría aún más la economía local, haría crecer la corrupción, y la llegada de forasteros les quitaría oportunidades a los nativos al acaparar los nuevos trabajos, y no propiamente los de jornalero raso. Son preocupaciones de los patronos rurales y de los propietarios de predios que dependen en un alto grado del trabajo al jornal para adelantar la tarea productiva. Igualmente las comparten grupos de ciudadanos y políticos sensibles a los temas ambientales o que por principio desconfían de las iniciativas capitalistas. Lo anterior expresa las dos caras con que la irrupción capitalista es mirada y percibida desde el territorio.

			LOS CAPITALISTAS INTRUSOS FRENTE A LA COMUNIDAD31

			En este punto es necesario establecer algunos elementos que permitan comprender mejor por qué la irrupción de proyectos empresariales tanto mineros como agrícolas, a pesar de su naturaleza diferente, tienen impactos semejantes en las comunidades y territorios en los cuales se asientan. El primer elemento que vale la pena resaltar es que, como principio general, el factor generador de ese proceso se ubica en las demandas externas por commodities minero-energéticas o de productos de origen animal y/o vegetal; además, hay que tener en cuenta que la comercialización internacional de esas producciones está altamente concentrada en estructuras monopólicas u oligopólicas. En segundo lugar, que son proyectos que por su dimensión y por la tecnología que incorporan demandan altas inversiones de capital, lo cual, junto con la estructura de mercado antes mencionada, limita enormemente el ingreso de inversionistas. Tanto la minería como la agricultura son actividades económicas de tardío rendimiento que requieren suficientes recursos para financiar su periodo muerto. Al tener que enfrentar la competencia internacional, ambas están obligadas a incorporar tecnologías sofisticadas y de alto costo. Por las circunstancias anteriormente anotadas, son inversiones que tradicionalmente se constituyen como polos de desarrollo capitalista rodeados de una economía y una sociedad tradicional, con la cual generan escasos eslabonamientos.

			Este tipo de proyectos presenta tres momentos principales en su proceso de materialización. El primero en el caso de la minería es el de la exploración, cuando deben adelantarse los estudios en el terreno para determinar la existencia de minerales –su naturaleza, condiciones, cantidades y calidades–. Para los proyectos de agricultura industrializada, corresponde al estudio de los suelos y las aguas, la dotación de infraestructura de servicios y comunicaciones, así como la disponibilidad estacional y permanente de mano de obra; generalmente los análisis de mercado están en el origen de la iniciativa. Un procedimiento semejante se realiza para los megaproyectos hidroeléctricos, acueductos o de riego, donde son definitivos los estudios de geología e hidrología. 

			Es entonces cuando se establecen las primeras relaciones directas entre los técnicos del proyecto, las comunidades, los productores regionales y las autoridades. Es el momento óptimo para empezar a construir unas relaciones basadas en el respeto y en la verdad, única manera de evitar que se generen suspicacias en la comunidad o que la empresa pretenda imponer a rajatabla el proyecto, desatendiendo los derechos de los ya asentados, de sus autoridades, de las fuerzas sociales y económicas preexistentes, que tienen el derecho de conocer claramente lo que la empresa espera realizar en su región, y al interior de su comunidad. Es lógico, es natural por así decirlo, que ante los hechos “los locales” no permanezcan pasivos, pues está en juego lo que ha sido su historia, lo que a lo largo del tiempo han construido, sus recursos naturales, su patrimonio natural y, en mayor o menor grado, su futuro individual y colectivo.

			Ese primer encuentro impactará la forma en que luego transcurran los hechos. El no asumirlo de manera sustantiva y no puramente formal, como un procedimiento de simple trámite, un requisito más, sin la claridad y verdad requerida por parte de unos y otros, ha sido una de las principales causas de tantos conflictos, de tantas malas decisiones que se hubieran podido evitar o corregir a tiempo. Desafortunadamente, en ocasiones los empresarios, para “ahorrarse” el proceso que consideran engorroso, acuden a métodos sencillos y expeditos para congraciarse con las comunidades y las autoridades locales: el soborno. Este es un ejemplo más de que los atajos conducen, más temprano que tarde, a un despeñadero, con el agravante de que una vez tomado ese camino será muy difícil abandonarlo. 

			No es común que los equipos profesionales enviados al terreno incluyan antropólogos o sociólogos que apoyen a la empresa desde el comienzo, incluso durante la etapa de exploración, con el fin de que conozca y asuma en sus acciones y decisiones la realidad social y cultural de las comunidades, así como la estructura de las relaciones de poder preexistentes en la región que será intervenida. Estos equipos interdisciplinarios tendrán la responsabilidad de sentar las bases de una comunicación fluida entre la comunidad y la empresa, sin la cual será prácticamente imposible construir relaciones de confianza y lograr que esas comunidades se integren realmente al proyecto y no se vean reducidas a ser actores pasivos ante lo que se desarrolla en su entorno, de lo cual, aunque excluidos, están condenados a padecer sus consecuencias. Es, entonces, el momento para discutir y desarrollar el diseño concertado de lo que será el esquema de relación y trabajo con la comunidad y las autoridades locales.

			Para el caso de la minería vale tener presente que internacionalmente solo el 1% de las exploraciones para minerales metálicos terminan en explotación. Durante los últimos años Colombia ha conocido un verdadero boom de contratos de concesión en fase de exploración mas no de explotación, concedidos de manera desordenada, con desconocimiento de las restricciones legales, especialmente ambientales, establecidas para la exploración, y luego para la eventual explotación minera. Es común que se autorice explorar donde luego no se podrá explotar, con lo cual la gestión gubernamental cae en una flagrante contradicción, generadora innecesaria de innumerables conflictos que se evitarían si tan solo las decisiones de la autoridad minera fueran coherentes entre sí y conformes con las normas existentes.

			En la segunda etapa de los proyectos mineros o agroindustriales se realiza el montaje/construcción de las plantas y las diversas obras requeridas para el proceso de producción, el manipuleo y primer procesamiento del producto minero o agrícola (postcosecha para el banano, las flores, frutales, cacao; planta de procesamiento para el aceite; triturado y separación de minerales, etc.) y su transporte al mercado o puerto. Es el período de mayor enganche de personal de la zona, absorbiendo el “subempleo estructural” que caracteriza a las economías locales tradicionales e “importando” trabajadores forasteros –técnicos y mano de obra especializada; pero también rebuscadores de oficio–; nacen entonces los campamentos de trabajadores (“de machos solos” los denominan en Urabá), pues sus familias permanecen en sus lugares de origen, dada la temporalidad del trabajo.

			De esta forma la economía local y el mercado laboral conocen un fuerte remezón: hay más plata en circulación, aumenta el volumen del comercio y la demanda por servicios –desde los médicos hasta los sexuales–, crece la conflictividad social y con ella la inseguridad, donde los forasteros son señalados como los primeros responsables. Los jóvenes que en el seno de esas comunidades tradicionales, en el pueblo y en la vereda, viven en un horizonte de “no futuro” relativamente generalizado, son los más abiertos a las influencias de estas nuevas realidades que, aunque sea en sus fantasías, les exacerba su aspiración a “otra vida”, diferente a la que ha sido la tradicional en sus familias, en el marco estrecho de la vereda o del pueblo32.

			El establecimiento de la inversión genera una bonanza local y, en algunos casos, regional, pues aunque se da en un período de tiempo más bien corto, es muy intenso en términos de inversiones y empleo con un significativo impacto en la vida económica al aumentar la demanda agregada y acrecentar el volumen del circulante (“hay más plata”), aunque las empresas en lo fundamental se abastezcan de alimentos y de insumos para la construcción a través de proveedores extra regionales; son los tiempos de un mercado laboral local dinamizado gracias a los enganches temporales que impactan el nivel de remuneración del trabajo, tanto en lo salarial como en lo prestacional. 

			La tercera etapa, la de la operación productiva del proyecto, es una época de consolidación, sujeta, en el caso de la minería y de la agricultura industrial/empresarial, a los altibajos de los precios internacionales de los commodities; tanto la agricultura como la generación hidroeléctrica están sometidas además –y lo estarán aún más en el futuro inmediato, por efecto del cambio climático en curso–, a los imponderables de la climatología. El empleo se estabiliza al igual que los flujos comerciales de bienes y servicios; la agricultura campesina, en cuanto a su tarea tradicional de abastecer alimentariamente al consumo local, se puede ver seriamente afectada, pues en el proceso, y de manera rápida, cambian irreversiblemente los patrones de consumo, entre otras por la creciente monetización de la economía y la salarización de la fuerza de trabajo, como lo ha estudiado un reciente trabajo de tesis sobre la situación en Tumaco33. 

			El empleo “extrapredial” aumenta sostenidamente –servicios, comercio, transporte, trabajos administrativos– como resultado de la incipiente diversificación de la base productiva y de empleo locales, así como por el inicio de la diversificación de la demanda que progresivamente supera el nivel de subsistencia, al impulso de la creciente monetización y mercantilización de la economía local y de su mayor exposición a los atractivos del consumismo urbano. Especialmente los jóvenes campesinos abandonan el trabajo de la tierra; sin salir de su municipio ni su vereda, “emigran” hacia la economía urbana con la esperanza de mejores los ingresos para ellos y sus familias; lo cual equivale a poner “una pica en Flandes” en su sueño de “vivir otra vida”, sin saber muy bien cómo será, solo que diferente a la actual y más parecida a la publicitada vida urbana.

			La comunidad y la economía local, al igual que la administración pública y los actores políticos, buscan acomodarse en la nueva realidad de su entorno. Las preocupaciones se centran en el reparto de las utilidades de la empresa. Pueden darse directamente transferencias de recursos de la empresa a la comunidad, básicamente a través de programas e inversiones de “responsabilidad social empresarial”, donde algunos son serios pero muchos se reducen a operaciones de relaciones públicas con las comunidades, autoridades y poderes políticos locales y regionales, especialmente cuando las relaciones han sido difíciles o inexistentes y la confrontación ha sido lo habitual. La responsabilidad social, sobre todo si se integra a los proyectos y actuación de la comunidad y no es una simple “dádiva” definida por la empresa, es importante pero no suficiente para atender la parte que les corresponde a las comunidades y a sus gobiernos de la riqueza producida por la empresa, con los recursos del suelo y del subsuelo, que son tenidos como propios. En ningún caso puede pretenderse que las empresas sustituyan por esa vía al Estado en el cumplimiento de sus obligaciones con los ciudadanos. Igualmente, y para redondear el punto, no es raro que administraciones y fuerzas políticas regionales y locales, escuden su incompetencia o su corrupción con el expediente de pretender endosar sus responsabilidades incumplidas a la empresa y su política de responsabilidad social.

			El punto crítico y el justo reclamo ciudadano radica en que las empresas tributen lo que es debido, tanto en lo que respecta a los impuestos locales –catastro e industria y comercio – como a los nacionales, preferiblemente a través de gravámenes a los ingresos, a las utilidades, como mecanismo para socializarlas y repartirlas, a través de la inversión pública financiada con ese recaudo. En el caso de la renta minera, de la cual el Estado/sociedad participa a través de los impuestos pero también de las regalías, se trata de un recurso financiero que por su naturaleza no es renovable, y que debe destinarse prioritariamente a financiar proyectos de creación y fortalecimiento de la capacidad productiva local y nacional, y de construcción de la infraestructura requerida, para transformar esa fuente de riqueza no renovable en una permanente y creciente. Parodiando lo dicho por Arturo Uslar Pietri para Venezuela hace más de medio siglo, es trascendental “sembrar” la renta minera para que sea una fuente de riqueza y de buen vivir permanente, más allá de la duración de la explotación del recurso que le dio vida. 

			Una vez definido y caracterizado el proyecto, será posible proyectar el reparto racional y equitativo de su producto; tiene entonces pleno significado la consulta previa cuando en el área de influencia del proyecto existen asentamientos de pueblos étnicos; consulta previa que se pretende extender al conjunto de los sectores poblacionales a través de consultas populares convocadas por los alcaldes; en el caso de las comunidades campesinas hay sectores que impulsan que las zonas de reserva campesina, al igual que los territorios étnicos, adquieran la condición de territorios campesinos autónomos, y como tales, sujetos al mecanismo de la consulta previa.

			Para que la consulta previa opere como un mecanismo de concertación y no de confrontación, es necesario ante todo garantizar la plena información sobre el proyecto, hoy en manos de un bombardeo de consignas de uno y otro bando, que poco aclaran y mucho confunden. Debe quedar claramente definido y comprometido que los recursos percibidos por el Estado por concepto de las regalías deben ejecutarse con enfoque regional y con un carácter participativo efectivo para evitar que se conviertan en apetitoso botín para la corrupción local y sirvan, por el contrario, a apalancar financieramente un proceso de desarrollo “de abajo hacia arriba” que es lo que Colombia necesita y los ciudadanos reclaman. Otra parte irá a financiar inversiones de interés regional, sobre todo donde se presenta un mayor atraso relativo, para combatir la fuerte inequidad interregional existente, al igual que proyectos de impacto nacional altamente prioritarios.

			En los megaproyectos públicos, especialmente los hidroeléctricos, de acueductos y de riego, donde se compromete un recurso público como el agua, se les debe hacer un reconocimiento a la comunidad y al municipio que lo aportan y que viven el impacto territorial y social de su instalación. Esa, por ejemplo, es la cuestión ampliamente debatida pero hasta ahora sin resultados, entre Bogotá y sus municipios vecinos, pues tanto el agua como la electricidad de la ciudad provienen de ellos, y son posibles gracias al aporte involuntario que hacen de su potencial hídrico. En el caso de los distritos de riego la situación no es tan sencilla pues la obra, en tanto involucra un recurso público, debe generar un beneficio económico a la comunidad/municipio, aunque solo lo hace a miembros definidos de ella. Las obras generan una enorme valorización privada “gratuita” a las tierras comprendidas en el distrito. El tema de la valorización y del catastro es fundamental para darle claridad y equidad a la situación. En los desarrollos agroindustriales de capital privado se deben gravar los ingresos, de forma que la comunidad y el municipio puedan percibir beneficios de una riqueza que, aunque privada, se produce en su territorio y aprovecha sus bienes naturales, en especial el agua, que para esos efectos no puede ser gratuita o casi gratuita.

			El propósito de este capítulo no ha sido otro que reseñar la realidad de los múltiples conflictos nacidos de las transformaciones productivas que afectan tanto a las comunidades como a los territorios rurales cuando confrontan la llegada de proyectos e inversiones de corte capitalista que trastocan el orden imperante en sus escenarios tradicionales, creando problemas de desajustes y choques de intereses económicos, pero también de aspiraciones y de concepciones sobre el sentido de vivir de los habitantes tradicionales, que no se ven expresados ni respetados en el proyecto de modernidad implícito que les llega, sin fórmula de juicio, desde el exterior de sus horizontes y trayectos de vida.

			BIBLIOGRAFÍA

			BENAVIDES, J. y J. ROSSO. “Propuesta de estructura para la minería de carbón en Boyacá”, Congreso Nacional de Minería, marzo de 2012.

			CARTAGENA, A. M. Desarrollo rural y seguridad alimentaria: un reto para Colombia, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 2003.

			DEAS, M. “La presencia de la política nacional en la vida provinciana, pueblerina y rural de Colombia en el primer siglo de la República”, MARCO PALACIOS (comp.). La unidad nacional en América Latina. Del regionalismo a la nacionalidad, México, El Colegio de México, 1983.

			ESCOBAR ARANGO, LAURA. Conflictos territoriales en el Bajo Atrato. Transformaciones de las formas de vida tradicionales de las comunidades como efecto del conflicto armado y la usurpación de tierras, Bogotá, Universidad Externado de Colmbia, Facultad de Ciencias Sociales y Humanas, 2009.

			GALVIS, L. A. La topografía económica de Colombia, Bogotá, Banco de la República, Economía Regional, 2001.

			GALVIS, L. C. “La explotación de coltán en el resguardo del Cachicamo de la comunidad Piaroa y su relación con las dinámicas económicas globales”, 2013.

			GARCÍA CANCLINI, N. “Las culturas populares en el capitalismo”, México, Nueva Imagen y Grijalbo, 1982.

			GONZÁLEZ, M. “La política económica virreinal en el Nuevo Reino de Granada: 1750-1810”, Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura, 11, 1983.

			HURTADO, C. A. “Neo-extractivismo vs. Desarrollo local: el caso del pueblo minero de Marmato (Caldas)”, Scientia et Technica, 18(3), 2013.

			JARAMILLO URIBE, JAIME. Ensayos de Historia Social, t. II, Temas americanos y otros ensayos, Bogotá, Tercer Mundo y Universidad de los Andes, 1989.

			JURADO, C. e I. TOBASURA. ·Dilema de la juventud en territorios rurales de Colombia: ¿campo o ciudad?”, Revista Latinoamericana de Ciencias Sociales, Niñez y Juventud, 10(1), 2012.

			KALMANOVITZ, S. “El desarrollo histórico del campo colombiano”, JORGE ORLANDO MELO (comp.). Colombia hoy. Perspectivas hacia el siglo XXI, Bogotá, Banco de la República, 2001. Disponible en [http://www.lablaa.org/blaavirtual/historia/colhoy/colo9.Htm], consultada en 2004.

			KALMANOVITZ, S. El desarrollo de la agricultura en Colombia, Bogotá, C. Valencia Editores, 1982. 

			KATZ, J.; M. MORTIMORE y S. VERGARA. La competitividad internacional y el desarrollo nacional: implicancias para la política de Inversión Extranjera Directa (IED) en América Latina, Bogotá, CEPAL, 2001.

			LEMIEUX, E. Minería y desarrollo local, Fundación Walter and Duncan Gordon, SUCO y CooperAcción, 2010.

			LEÓN, C. L. “La compañía minera Chocó Pacífico y el auge del platino en Colombia, 1897-1930”, Historia Crítica, (1), 2009.

			MESA, L. J. O. “La Iglesia católica y la formación del Estado-nación en América Latina en el siglo XIX. El caso colombiano”, Almanack, 1(6), 2013.

			MARCUSE, HERBERT. El hombre unidimensional, JUAN GARCÍA PONCE (trad.), México, Editorial Joaquín Mortiz, 1968.

			MORALES, A. M. “Colombia: Estado regional unitario”, Revista de Relaciones Internacionales, Estrategia y Seguridad,  (1), 2006.

			RESTREPO, V. Estudio sobre las minas de oro y plata de Colombia, Silvestre y Compañía, 1888.

			ROBINSON, J. y M. URRUTIA. Economía colombiana del siglo XX: un análisis cuantitativo, Bogotá, Fondo de Cultura Económica, 2007.

			SANÍN, F. G. ¿Lo que el viento se llevó?: los partidos políticos y la democracia en Colombia, 1958-2002, Bogotá, Editorial Norma, 2007.

			SUÁREZ, J. J. P. Compañías extranjeras y fiebre de oro en Zaragoza. 1880-1952, Medellín, IDEA, 1997.

			VILLAREJO, F. L. “Prostitución y clases sociales en un núcleo minero de la Andalucía del siglo XIX”, Bulletin d’histoire contemporaine de l’Espagne, (25), 1997.

			WALLERSTEIN, I. M. La reestructuración capitalista y el sistema-mundo, Fernand Braudel Center for the Study of Economies, Historical Systems, and Civilizations, State University of New York at Binghamton, 1995.

			WEST, R. C. y C. DOMÍNGUEZ. La minería de aluvión en Colombia durante el período colonial, Bogotá, Imprenta Nacional, 1972.

		

	
		
			ÓSCAR A. ALFONSO R. *

			Las diferencias de intensidad del negocio
minero formal y el desarrollo municipal, 
Colombia 2013: un balance no convencional

		

	
		
			La aglomeración de minerales explotados al amparo de los títulos mineros y la rareza de algunos de ellos, la vigencia del título en el tiempo y el número de títulos otorgados constituyen, en principio, las principales diferencias de intensidad de la actividad minera que se analizan en razón a su significativo aporte a la fragmentación territorial, tanto como la naturaleza del capital minero y su orientación espacial. Con tal análisis se busca contribuir al diseño e implementación de marcos institucionales y mecanismos de regulación que promuevan la creación de riqueza con avances sustanciales en su distribución territorial. 

			El diseño metodológico consiste en transformar los registros de los títulos otorgados por la Agencia Nacional de Minería en el año 2013 en estadísticas de soporte de cuatro indicadores de intensidad de la minería y una medida sintética (Índice de Negocio Minero –INM–) calculada tanto para los capitales mineros como para las diferentes jurisdicciones municipales que acogen los procesos concesionados. Estos resultados se contrastaron con una medida alternativa del desarrollo municipal a fin de discutir los vínculos entre los dos fenómenos. La medida del desarrollo municipal calculada para 2013 es un acumulado histórico que sintetiza diez variables socioeconómicas1, mientras que la actividad minera licenciada y sus indicadores se evalúa con base en los resultados del año en curso. La causalidad no es, por tanto, un elemento central de este análisis sino, más bien, una asociación entre la actividad minera licenciada, cuya fase de explotación se puede diferir en el tiempo, y el estado de desarrollo municipal en ese momento. Por supuesto, esa actividad ya existía desde antes del licenciamiento, pero no se pretende aventurar ninguna hipótesis que fuerce interpretaciones causales difícilmente comprobables con los instrumentos estadísticos al alcance.

			En la primera parte se discuten, a manera de un debate, las premisas teóricas en disputa para el estudio de la minería, una de las actividades económicas territorializadas más prominentes en la historia de la humanidad, y se concluye con la contraposición de los resultados de las dos investigaciones más renombradas sobre el papel de la minería en el desarrollo municipal y regional en Colombia. Con este balance teórico y conceptual en mente se analiza el negocio minero a partir de una organización subsecuente de los títulos mineros otorgados por el Estado colombiano en 2013, en donde el enfoque de la economía política se concreta en taxonomías de la naturaleza jurídica de los titulares, la modalidad de los contratos y el número de títulos en su poder, la duración de la exclusividad en la explotación y las economías contractuales de aglomeración minera detectadas en cada título. Los resultados de este acápite son representados en la tercera parte a escala municipal, a fin de analizar la geografía del negocio minero en cuanto a las diferencias de grado e intensidad identificadas y, con tal análisis, se da paso a la cuarta parte en la que se analiza el vínculo entre el desarrollo municipal, medido a través de un índice alternativo, y la actividad minera. En la parte final se exponen algunas reflexiones del ejercicio, en las que se privilegian las propuestas de marco institucional y regulatorio que se juzgan pertinentes para alcanzar el estado de “bendición municipal” de los recursos naturales.

			1. LA TERRITORIALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD MINERA Y EL DESARROLLO MUNICIPAL

			La identificación de la orientación territorial del capital, en general, es una tarea indispensable si se quiere comprehender sus especificidades y las de las jurisdicciones que lo acogen. La desterritorialización de la actividad económica como resultado de la extensión de las redes informáticas y de la desvalorización del trabajo manual en la era de la globalización, y la tendencia casi automática a la convergencia regional de los ingresos personales y de sus niveles de vida producto de la inapelable fuerza del mercado, son premisas ideológicas que subestiman los determinismos geográficos como también la existencia de capitales idiosincráticos depositarios de un know-how acumulado del que se deriva su especialización productiva y que, por el contrario, encuentra en la explotación de los recursos localizados la fuente primaria de su valorización. 

			1.1. LA DIVERGENCIA REGIONAL Y LA TERRITORIALIZACIÓN

			Krugman2 se empeña en demostrar que las divergencias regionales son el resultado de la imbricación localizada de los rendimientos crecientes, los costos de transporte y la demanda. Esta regla, la de la divergencia regional, antagoniza con la de la convergencia regional defendida por Barro y Sala-i-Martín3 para quienes las “economías pobres tienden a crecer más rápidamente que las ricas en términos per-cápita”, lo cual es particularmente cierto, según ellos, en economías con semejanzas en las preferencias por el consumo de los residentes y el desarrollo tecnológico alcanzado por el sistema. Pero si la divergencia es el rasgo secular de la tendencia espacial del sistema capitalista, las teorías de la convergencia son falseadas desde su misma enunciación, y viceversa. Ambas teorías fueron conocidas en 1992. ¿En dónde radica la discrepancia? En que el sistema competitivo con rendimientos constantes y/o decrecientes a escala de planta, es un ideal tipo al que debería converger la economía, en tanto que modelar con rendimientos crecientes supone que las fallas del mercado, la economía de los mercados imperfectos, es la característica dominante y perdurable del sistema capitalista. 

			La precisión del origen de la discrepancia es pertinente a fin de esclarecer las consecuencias socio-espaciales de una u otra opción. América Latina y el Caribe conforman una región expuesta, como pocas, a los vaivenes del sistema capitalista, al ser sus economías precio-aceptantes, tener una baja participación en la estructura de los flujos de capital, bienes, servicios e ideas a escala mundial y detentar rasgos concentrativos espaciales en materia de población y de producción de riqueza. Las desigualdades regionales en el subcontinente son analizadas por la CEPAL4 a la luz de la noción de los ciclos económicos espaciales –la expansión, el florecimiento, el estancamiento y la caída–, precisando a manera conclusiva que “las situaciones de excesiva concentración o desconcentración generan dificultades económicas”. La inestabilidad económica espacial es, según Haesbaert5, una característica perenne por cuanto “hablar de estabilidad y continuidad (física) de los fenómenos en el espacio es muy problemático” y, seguidamente, formula un interrogante de trascendencia para la economía política espacial: “¿quiénes son los agentes responsables por la producción de la diversidad geográfica?”. Las “diferencias de grado o de intensidad” y las “diferencias de naturaleza”, esto es, las diferencias cuantitativas que explican la desigualdad y las cualitativas que lo hacen con la diferencia, respectivamente, son invocadas por Haesbaert para explicar la selectividad espacial del capital en la fase de la globalización y el papel de los movimientos sociales en el rescate de las identidades.

			La distinción entre actividades económicas territorializadas y desterritorializadas es una cuestión central para discernir acerca de tal diversidad. Las primeras dependen de algún lugar para su realización debido a la existencia de ciertos recursos irreproducibles a voluntad del hombre, mientras que las segundas se caracterizan por la ausencia de tal dependencia6. Los recursos localizados, por tanto, son un determinismo geográfico insuperable, esto es, una “diferencia natural” cuya explotación es realizada por capitales especializados en tal actividad a los que denominamos capitales idiosincráticos, dotados para erigir barreras tecnológicas e institucionales a la entrada de nuevas firmas y, por tanto, capaces de emplear su poder de negociación para captar rentas primarias de monopolio de explotación. El Estado juega un papel decisivo al ser el propietario de tales recursos y, además, al otorgar licencias que conceden derechos de negocios sobre áreas exclusivas de explotación; es decir, el Estado crea el mercado de las economías territorializadas. Las actividades fabriles, las de servicios, y las de imágenes e ideas son, por el contrario, actividades económicas cuya maximización de ganancias está asociada con las elevadas potencialidades de desterritorialización o multilocalización que poseen, fluyendo generalmente hacia los lugares con menores tasas salariales con lo que acarrean la ampliación de las desigualdades socio-territoriales7.

			1.2. LOS TERRITORIOS DE LA MINERÍA EN EL CONTINENTE AMERICANO

			Mientras que la competencia monopolística minera se dirime, primeramente, en el campo tecnológico al que es inmanente el uso intensivo del conocimiento, el desarrollo de los municipios mineros es atribuido a sus capacidades de aprendizaje8. Los rendimientos crecientes en la explotación minera son un poderoso aliciente para que los detentores del conocimiento y la tecnología, generalmente las firmas multinacionales, no estén dispuestos a compartirlos o transferirlos a otros capitales, generalmente los autóctonos. Los capitales mineros tienen interés en la valorización del medio local en que operan pues es una condición para su valorización, tal como lo expresa Buitelaar9, para quién “la base de su negocio se ve erosionada si no cumple con los requisitos de contribuir a la preservación del medio ambiente y a la capacidad de producir desarrollo económico local”. 

			En la investigación de la CEPAL, como en pocas de las estudiadas sobre la actividad minera, se emplea regularmente la noción de las aglomeraciones mineras como ideal tipo del negocio minero, entendida como “una concentración geográfica de empresas e instituciones en torno a la minería, donde se podía observar un proceso endógeno de innovación o mejoramiento de ventajas competitivas”10. 

			Al decir de la notable “evolución” de las actividades conexas a la minería, el caso de Canadá se presenta como un éxito total en materia de aglomeraciones11. La mundialización del sector minero canadiense es uno de los fenómenos globales más conspicuos, tanto por la expansión de sus firmas como de las dedicadas a la provisión de maquinaria y equipo para las diferentes fases del proceso minero, gozando estas últimas de ventajas competitivas en los instrumentos de prospección desde el aire y en equipos de perforación y voladura12, siendo los geólogos, los consultores y los productores/operadores de software especializado en minería los profesionales más beneficiados con la prestación de servicios a las firmas del sector. En el caso emblemático de Sudbury, en Ontario, esas actividades, sumadas a las del apalancamiento estatal a la minería, se han concentrado ocasionando la configuración de un conjunto urbano a partir de la fusión de dos ciudades y otras comunidades adyacentes en una zona metropolitana de base económica minera. La consolidación de esta metrópoli minera se alcanzó luego de décadas de altibajos debido a la dependencia de la explotación del níquel, a la volatilidad de los precios internacionales, a la imbricación in situ de la elevación de la competitividad de las firmas explotadoras del mineral, a la mejora sustancial de la infraestructura vial que amplió las áreas de las actividades comerciales, al fortalecimiento de su esfera social a partir de la acción cívica, al traslado de oficinas del poder público regional y federal a su jurisdicción, al apoyo decidido a la universidad que adelanta la investigación y la capacitación minera y, por último, al dinamismo de las nuevas empresas conexas13; mientras que los pasivos ambientales se vienen amortizando desde 1978 a través de programas de reforestación.

			Esas aglomeraciones guardan cierta semejanza con una innovación tecnológica que relanzó a la industria cuprífera chilena –la lixiviación en pilas por capas delgadas–14, mientras que en otras investigaciones sobre economías de aglomeración se destaca la proximidad de firmas complementarias como su determinante fundamental, tal como en el caso de la tradición del salitre en Antofagsta15. Las potencialidades de aglomeración en el Perú, por lo ocurrido especialmente en la zona minera de la Sierra Central, provienen de las firmas medianas y pequeñas pues, salvo una excepción, las firmas dedicadas a la gran minería son autosuficientes16 y, adicionalmente, la proximidad de los procesos de transformación de los minerales a los grandes centros de consumo mundial, alejan a la minería peruana, como a la del resto de Latinoamérica, de las mayores participaciones en la cadena de valor de la minería. Las aglomeraciones en ciertas localizaciones toman décadas, como en el caso de Southern Perú que opera hace cincuenta y cuatro años17 y cuyos eslabonamientos hacia atrás se han consolidado llegando a representar el 80% de la operación18. La orientación hacia el exterior de la producción aurífera del Yanacocha en Cajamarca, Sierra Norte, que es de capital mixto norteamericano y peruano, elimina de entrada los eslabonamientos nacionales, reafirma la dependencia tecnológica externa y, además, los vínculos económicos e institucionales regionales virtualmente no existen pues se han establecido casi hegemónicamente con Lima19. 

			La producción de estaño en Bolivia ha pasado por prolongados períodos de auge, pero también de crisis. Concentrada en el departamento de Oruro, y especialmente en su capital (del mismo nombre), la aglomeración gira en torno a las “empresas centrales” dedicadas a la minería y a la metalurgia, y a la incipiente cooperación entre las “empresas relacionadas” de otras ramas de la actividad económica20. En ambos grupos hay diferencias de naturaleza jurídica y de escala, y su desempeño durante la crisis afectó notoriamente a las firmas grandes, medianas y pequeñas pero, paradójicamente, las cooperativas se incrementaron por ser una respuesta eficaz al desempleo21. La diversificación productiva hacia el oro y el zinc emergió como la tabla de salvación ante la caída de los precios internacionales del estaño y el empobrecimiento de los yacimientos.

			En Colombia la explotación del oro en el distrito minero Segovia-Remedios, en el departamento de Antioquia, estuvo comandada por la Frontino Gold Mines que, luego de hacer varias intervenciones de orden social y procesos de integración vertical, así como de amparo a productores informales22, entró en un proceso de liquidación que tomó siete años y concluyó en 2011 con la venta de sus activos para cubrir los pasivos pensionales de cerca de 2.000 trabajadores. La pequeña minería aprovechó las excavaciones realizadas por la FGM y continuó extrayendo el metal, como una manera de afrontar la penuria económica que previamente ya existía, elemento social ampliamente reconocido pero actividad a la que se le asignan los males ambientales de una explotación sin reglas diferentes a las de la necesidad. 

			Finalmente, la históricamente consolidada participación del Estado brasileño en la economía a través de la estrategia monopolista de ciertas actividades, tornó a la Compañía Vale do Rio Doce en un instrumento de promoción y gestión cuyos resultados, como en el caso de la cadena bauxita-alúmina-aluminio en el Estado de Pará, revela economías de aglomeración y elevado grado de integración vertical, aunque fuertes limitaciones en los procesos de aprendizaje local en los principales eslabones de la cadena, lo que implica la ausencia de ventajas competitivas in situ23. Este fenómeno se explica por las diferencias de naturaleza de los procesos productivos en cada eslabón de la cadena de valor que, en el caso estudiado, combina los procesos mineros para la exploración y extracción, seguidos de procesos químicos, electrolíticos y finalmente metalúrgicos24. 

			1.3. LOS TERRITORIOS DE LA MINERÍA EN COLOMBIA

			La Academia Colombiana de Ciencias Económicas convocó en 2005 a una pléyade de académicos y técnicos al servicio del gobierno para discutir la manera como se deberían utilizar los recursos humanos, biofísicos y geofísicos del país en aras de alcanzar un desarrollo integral. Alameda25 se ocupó de denunciar el deterioro ecológico ocasionado por la minería, así como su discutible balance externo. Por su parte, Molina26 concebía el papel del Estado como un suministrador de información básica para los privados interesados en la explotación, recalcando eso sí el precario conocimiento que se tenía acerca de los recursos mineros del país; a manera de ejemplo señaló que “como Colombia está produciendo entre 20 y 25 toneladas de oro al año, cualquiera diría que dentro de tres años se va a acabar. Sin embargo, este país lleva casi 400 años produciendo oro y esa información de 70 toneladas es un dato que tenemos desde hace 20 o 30 años”27. Tal desconocimiento del potencial productivo fue discutido por Orozco28 en perspectiva municipal por cuanto “se expiden los planes de ordenamiento territorial sin saber lo que hay en el subsuelo”, así como Arias29 debatió desde su dimensión académica que “nuestro subsuelo es bien desconocido para todos los profesionales de Colombia. Somos casi un millón y medio de profesionales y no sabemos nada de él”.

			Diez años después estos vacíos subsisten pero se agravan pues ocurren en un marco de apertura y profundización de la explotación capitalista del subsuelo en la que, según lo establecen las investigaciones promovidas por la Contraloría General de la República, “no existe un riguroso régimen regulatorio, ni una sólida institucionalidad pública, ni un sistema tributario para velar por una tributación equitativa, progresiva y eficiente sobre el sector minero-energético y por la captación de una adecuada renta minero-energética”30 y, además, los proyectos mineros generalmente imponen sus condiciones por sobre las regulaciones ambientales y de ordenamiento territorial municipal. 

			¿Cómo afectan estas actividades las desigualdades territoriales? Las regalías mineras poseen incentivos para inducir a la “pereza fiscal”31. En Colombia, los estudios realizados por Perry y Olivera32, que operaron en tres de los cuatro departamentos colombianos estudiados a fondo, muestran que el desempeño económico fue muy pobre y que afloraron “los problemas de captura de rentas, corrupción e ineficiencia en la utilización de las regalías”. Con estos hallazgos es posible enriquecer la noción de los ciclos del desarrollo regional mencionada, pues ellos están correlacionados positivamente con la calidad de las instituciones locales33.

			Las condiciones de vida de la población residente en los lugares donde ocurre la explotación minera es la cuestión central, e inmanente a las desigualdades territoriales y, por tanto, esto alienta la discusión acerca de si la explotación de los recursos territorializados las mejora o las empeora. No hay acuerdo entre los investigadores más prominentes sobre la cuestión. Rudas y Espitia34 concluyen que en los municipios mineros “el desarrollo expresado en términos de calidad de vida de la población en las principales zonas mineras, está sensiblemente rezagado en relación con municipios en donde predominan actividades distintas a la minería”, lo que también deduce de su estudio Pardo35; mientras que para Perry y Olivera36 “los hechos estilizados y los estudios de caso muestran que varios de los departamentos abundantes en recursos naturales presentan niveles de desempeño altos en términos de la cobertura en educación, salud, e infraestructura (con excepciones como Arauca)”.

			Los capitales mineros reconocen la mala imagen local de la minería en Colombia37, tanto por su impacto dañino sobre el mediambiente como por las secuelas socio-económicas negativas de la actividad. Con la creación de la Asociación del Sector de Minería a Gran Escala –SMGE– en el 2011, a la que se vincularon trece firmas nacionales y multinacionales, los grandes capitales mineros procuraron cambiar esa mala imagen con estrategias como la firma de convenios con el gobierno nacional para contribuir a la superación de la pobreza, pero también para enfrentar con los instrumentos del Estado de Derecho el descontento de la población de los enclaves mineros, como afirmó uno de sus voceros en el Tercer Congreso de la SMGE en 2014. Finalmente, y a diferencia de la propuesta cepalina de los denominados “clusters mineros”, no se evidencian procesos, ni siquiera incipientes, de aportes del gran capital minero al desarrollo tecnológico de otros capitales, especialmente autóctonos y, por el contrario, aflora una estrategia de mercado consistente en la denuncia de incumplimiento de estándares por parte de los gremios en competencia.

			2. ECONOMÍA POLÍTICA DE LA MINERÍA COLOMBIANA

			Las discusiones teóricas presentadas son el telón de fondo de los siguientes análisis. De la convergencia regional, presentada como derivación de un modelo neoclásico de crecimiento económico, se deduce que las relaciones mercantiles en un mundo globalizado se traducirán en el muy largo plazo en el cierre de las brechas de los ingresos per cápita de las poblaciones, puesto que las de menor ingreso relativo experimentan sistemáticamente un crecimiento más veloz que las de mayor ingreso relativo. Desde esta perspectiva, la actividad minera sería benéfica para los municipios con menor ingreso relativo pues, además de las inercias mercantiles, contarían con un impulso adicional proveniente de las regalías. Los estudios de la Contraloría General de la República contradicen de manera tajante esta hipótesis, al decir que la población de los municipios mineros enfrenta sistemáticamente menores grados de desarrollo relativo que los no mineros. En la otra orilla, la idea de una economía global orientada por los mercados imperfectos en los que la regla de los procesos productivos es la obtención de rendimientos crecientes a escala de planta, detona fenómenos de aglomeración de actividades que, en el caso de la minería, constituyen un poderoso atractivo para dirigir los capitales mejor dotados tecnológicamente hacia las jurisdicciones con los subsuelos depositarios de la riqueza mineral más variada.

			2.1. TAXONOMÍAS, RENTAS E ÍNDICES DEL NEGOCIO

			Durante el año 2013 la Agencia Nacional de Minería registro seiscientos cuarenta títulos mineros, de los cuáles siete se encontraban terminados y en proceso de liquidación, y uno había terminado y estaba archivado. Los seiscientos treinta y tres títulos restantes se encontraban vigentes y en ejecución; el análisis que sigue se referirá únicamente a estos. Para comprehender el mercado de la minería y su impacto territorial se han diseñado dos taxonomías, cuyo empleo permite hacer operativo el cálculo de indicadores al agregar en unas cuantas categorías la naturaleza jurídica de los tenedores de los títulos mineros y el tipo de minerales que se han titulado. Con respecto a la naturaleza jurídica del titular, se presentan algunas novedades frente a las clasificaciones que se emplean usualmente. La primera distinción es entre persona natural, personas naturales y personas naturales y jurídicas, en donde el plural precisa la diferencia de un título unipersonal y otro en el que dos o más personas poseen tal titularidad, sin que ellas hayan optado por concretar su interés asociativo bajo la forma de uniones temporales o sociedades comerciales. Dentro de estas últimas aparecen las sociedades ordinarias de minas, creadas en 1988 por el artículo 139 del Decreto 2655 como sociedades con personería jurídica diferente a la de los socios y cuyo objeto social es exclusivamente la exploración o explotación de minas. En segundo lugar, los treinta y dos minerales identificados como objeto de los títulos mineros se reunieron en seis grupos, así: i. Metales preciosos: oro, plata, platino y esmeraldas; ii. Metálicos: manganeso, níquel, plomo, zinc, hierro, cobre y antimonio; iii. Materiales para la construcción: arenas, gravas, caliza, arcilla, asfaltitas, calcáreos, mármol, piedras (inclusive ornamentales), recebo y lasca; iv. Combustibles: carbón; v. Transición y atómicos: Molibdeno, bario, niobio y uranio, y v. Otros: fosforita, caolín, conglomerados, cuarzo y otros metálicos. Esta taxonomía emana, además, de la necesidad del análisis de las economías de aglomeración en los títulos mineros que surgen cuando el Estado concede el título para explorar o explotar dos o más minerales.

			Las modalidades de los títulos son las establecidas en el Código de Minas, en el que los contratos de concesión, cuya duración es de treinta años, confieren a los titulares la exclusividad para extraer los minerales; es decir que el título crea una renta monopólica al restringir la competencia in situ. Este primer rasgo del negocio minero, esto es, el incentivo de la renta monopólica minera, sugiere igualmente la inmanencia de una regulación que promueva la distribución de las economías de escala y de aglomeración subyacentes y, además, promueva la regeneración ecológica de los espacios explotados y la mitigación de sus externalidades negativas. Pero la estructura del mercado de la exploración y explotación minera no se resuelve allí, pues estando tal renta en disputa al momento de la acción estatal de titulación que la crea, posee tres determinantes: el número de títulos mineros (Tj) del que se deriva la posibilidad de detentar esa exclusividad en más de un lugar, la duración de la concesión o licencia (DT) que determina la perdurabilidad de la renta monopólica minera en el tiempo y, por último, la economía de aglomeración (Ej) que establece la posibilidad de realizar esa renta en dos o más mercados de minerales. De allí que la imbricación de esas tres medidas componga lo que se denominará el INM:
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			Este índice tiene varias limitantes tales como: a. Al restringirse a la actividad minera formal, no capta la porción informal de la actividad cuya trascendencia para el desarrollo territorial es evidente, y de la cual, como en casi todas las actividades de naturaleza informal, y en especial por la clandestinidad con que se realiza, es prácticamente imposible contar con una estadística siquiera comparable como la que derivamos de los registros de la ANM; b. A diferencia de otras actividades primarias en las que tanto las entidades estatales productoras de estadísticas como algunos gremios de la producción han promovido la producción de balances sistemáticos de los sectores en que operan, en la minería esta es una debilidad latente que limita los análisis históricos y que nos ha conducido a la realización de un análisis de corte transversal no convencional, puesto que transforma en registros estadísticos una información que no ha sido producida con tal propósito, y c. Existe cierta convicción entre analistas casuales de que para el otorgamiento de títulos se han empleado testaferros cuya presencia distorsionaría los análisis al no permitir captar los auténticos titulares; sin embargo, no hay un ejercicio sistemático de la ANM en el que se depure su información y alerte a los usuarios de la misma.

			El poder en el mercado de los títulos mineros lo detenta el beneficiario con mayor INM, valor a través del que se relativizan los que le siguen y, además, es susceptible de adicionar, de manera que de allí se puedan deducir medidas de concentración como el Índice de Herfindahl que es mayor entre más desiguales sean las participaciones de las firmas en el mercado.

			2.2. EL NEGOCIO MINERO, LAS RENTAS EN DISPUTA Y SUS DETERMINANTES

			Si bien los setenta y un títulos mineros otorgados a las multinacionales –ver Tabla 1– representan solo el 11,2% de los vigentes y en ejecución (menos de la mitad de los que detentan los concesionarios viales y las personas naturales individuales), encarnan el mayor volumen de los negocios mineros y de las rentas monopólicas de la minería. La razón para ello no es el tiempo promedio de vigencia de los títulos ni su número, sino las economías contractuales de aglomeración minera, pues las demás formas empresariales a lo sumo explotan tres minerales mientras que las multinacionales detentan en promedio cinco. El mercado minero creado por el Estado colombiano, en las condiciones presentadas en la Tabla 1, tiene un Índice de Herfindahl38 de 26,8%. En la industria cementera colombiana, que es uno de los eslabonamientos posteriores de la explotación de minerales para la construcción, ese índice alcanza el 49,2%39. Cuando algunos intentos de fusión en la industria cervecera norteamericana lo han aproximado al 17%, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos ha intervenido para impedirlos, pues se presume el detrimento del excedente del consumidor. La necesidad de una regulación minera diferente, orientada por criterios como el de la promoción de la competencia y la regeneración ecológica, luce perentoria.

			Cada título minero otorgado en 2013 involucra en promedio 1,71 minerales para su exploración o explotación exclusiva in situ, y en todos los casos implica la explotación de algún mineral empleado en la construcción, lo que sugiere que en este submercado de minerales es donde la competencia es más fuerte, contrario a lo que ocurre en el resto, especialmente en el de minerales combustibles, y en el grupo de otros, en los que participan tan solo tres modalidades de firmas de las doce identificadas. Otro rasgo determinante es que el mayor INM está asociado a la participación diversificada en los diferentes submercados de minerales pero, en el caso de la forma dominante que, como se discutió, es el capital multinacional, hay una evidente vocación hacia los minerales preciosos y hacia los minerales metálicos, y en menor medida hacia los minerales de transición y atómicos. Es plausible, entonces, que a las rentas monopólicas mineras se sume un conjunto de rentas diferenciales surgidas del grado de apreciación de los minerales en el mercado cuya jerarquía podría dilucidarse desde esta misma esfera de la exploración y explotación mineras.

			TABLA 1

			TÍTULOS MINEROS VIGENTES EXPEDIDOS EN 2013 POR NATURALEZA JURÍDICA DEL TITULAR Y EL ÍNDICE DE NEGOCIO MINERO –INM–

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							NATURALEZA JURÍDICA 

							DEL TITULAR

						
							
							(A)

							N.º DE TÍTULOS

						
							
							(B)

							TIEMPO 

							PROMEDIO 

							(AÑOS)

						
							
							(c)

							ECONOMÍA DE AGLOMERACIÓN 

							MINERA (N.º PROMEDIO DE MINERALES POR TÍTULO)

						
							
							ÍNDICE DE NEGOCIO MINERO

						
					

					
							
							ABSOLUTO

							∑(A*B*C)

						
							
							RELATIVO

							(%)

						
					

					
							
							Sociedad de capital extranjera

						
							
							71

						
							
							27.12 

						
							
							4.97 

						
							
							10.249.42

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Persona natural

						
							
							152

						
							
							27.01 

						
							
							1.35 

						
							
							5.644.26

						
							
							55.07

						
					

					
							
							Sociedad anónima nacional

						
							
							75

						
							
							21.45 

						
							
							1.75 

						
							
							3.233.39

						
							
							31.55

						
					

					
							
							Personas naturales

						
							
							70

						
							
							28.89 

						
							
							1.37 

						
							
							2.778.58

						
							
							27.11

						
					

					
							
							Sociedad ordinaria de minas

						
							
							13

						
							
							26.17 

						
							
							2.85 

						
							
							1.010.54

						
							
							9.86

						
					

					
							
							Concesionarios viales

						
							
							180

						
							
							3.64 

						
							
							1.03 

						
							
							665.81

						
							
							6.50

						
					

					
							
							Sociedad limitada nacional

						
							
							10

						
							
							20.26 

						
							
							1.10 

						
							
							232.64

						
							
							2.27

						
					

					
							
							Asociación de mineros

						
							
							4

						
							
							24.47 

						
							
							1.50 

						
							
							141.92

						
							
							1.38

						
					

					
							
							Ente territorial-municipio

						
							
							50

						
							
							2.10 

						
							
							1.00 

						
							
							105.05

						
							
							1.02

						
					

					
							
							Personas naturales y jurídicas

						
							
							1

						
							
							30.02 

						
							
							3.00 

						
							
							90.05

						
							
							0.88

						
					

					
							
							Empresa industrial y comercial del Estado

						
							
							3

						
							
							2.13 

						
							
							1.00 

						
							
							6.39

						
							
							0.06

						
					

					
							
							Nivel central de gobierno

						
							
							4

						
							
							0.85 

						
							
							1.00 

						
							
							3.40

						
							
							0.03

						
					

					
							
							Total

						
							
							633

						
							
							17.54 

						
							
							1.71 

						
							
							24.161.46

						
							
							-

						
					

				
			

			Fuente: cálculos con base en registros de la Agencia Nacional de Minería.

			TABLA 2

			DESCOMPOSICIÓN DE LA ECONOMÍA DE AGLOMERACIÓN MINERA EN LOS TÍTULOS OTORGADOS EN 2013 (PROMEDIO POR TIPO DE MINERALES)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							NATURALEZA JURÍDICA DEL TITULAR

						
							
							N.º DE TÍTULOS

						
							
							TIPO DE MINERALES

						
					

					
							
							PRECIOSOS

						
							
							METÁLICOS

						
							
							PARA LA 

							CONSTRUCCIÓN

						
							
							COMBUSTIBLES

						
							
							TRANSICIÓN Y ATÓMICOS

						
							
							OTROS

						
							
							TOTAL

						
					

					
							
							Sociedad de capital extranjero

						
							
							71

						
							
							2.13

						
							
							2.13

						
							
							0.14

						
							
							-

						
							
							0.58

						
							
							-

						
							
							4.97

						
					

					
							
							Persona natural

						
							
							152

						
							
							0.37

						
							
							0.09

						
							
							0.73

						
							
							0.10

						
							
							0.03

						
							
							0.04

						
							
							1.35

						
					

					
							
							Sociedad anónima nacional

						
							
							75

						
							
							0.84

						
							
							0.27

						
							
							0.49

						
							
							0.07

						
							
							0.07

						
							
							0.01

						
							
							1.75

						
					

					
							
							Personas naturales

						
							
							70

						
							
							0.49

						
							
							0.09

						
							
							0.51

						
							
							0.20

						
							
							0.01

						
							
							0.07

						
							
							1.37

						
					

					
							
							Sociedad ordinaria de minas

						
							
							13

						
							
							2.15

						
							
							0.38

						
							
							0.31

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							2.85

						
					

					
							
							Concesionarios viales

						
							
							180

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.03

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.03

						
					

					
							
							Sociedad limitada nacional

						
							
							10

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							0.80

						
							
							0.30

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.10

						
					

					
							
							Asociación de mineros

						
							
							4

						
							
							1.00

						
							
							-

						
							
							0.50

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.50

						
					

					
							
							Ente territorial-municipio

						
							
							50

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
					

					
							
							Personas naturales y jurídicas

						
							
							1

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							3.00

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							3.00

						
					

					
							
							Empresa industrial y comercial del Estado

						
							
							3

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
					

					
							
							Nivel central de Gobierno

						
							
							4

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							1.00

						
					

					
							
							Total

						
							
							633

						
							
							0.53

						
							
							0.31

						
							
							0.72

						
							
							0.06

						
							
							0.08

						
							
							0.02

						
							
							1.71

						
					

				
			

			Fuente: cálculos con base en registros de la Agencia Nacional de Minería.

			El Código de Minas de 1988 estableció tres modalidades de títulos, el primero ya esclarecido en cuanto a su duración. Las autorizaciones temporales (Tabla 3) están asociadas, en especial, al tiempo de ejecución de obras de construcción, reparación o mantenimiento de vías públicas nacionales, departamentales y municipales y, por tal razón, tal modalidad es mayoritariamente empleada por los concesionarios viales y por los diferentes niveles de gobierno. Por su parte, la detección de yacimientos al amparo de las licencias de exploración tiene una duración que alcanzó hasta cinco años. El capital minero involucrado en la exploración es el de mayor riesgo, y por ello es explicable la bajísima participación de esos ocho títulos en el conjunto de los seiscientos treinta y tres estudiados, pero sus resultados son la fuente de las ulteriores concesiones, por lo que la intertemporalidad de estas actividades es fuente inalienable de las rentas monopólicas y diferenciales de la minería. 

			TABLA 3

			DURACIÓN DE LOS TÍTULOS MINEROS VIGENTES EXPEDIDOS EN 2013 POR NATURALEZA JURÍDICA DEL TITULAR Y MODALIDAD DEL TÍTULO (PROMEDIO DE AÑOS)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							NATURALEZA JURÍDICA DEL TITULAR

						
							
							CONTRATO DE CONCESIÓN

						
							
							AUTORIZACIÓN TEMPORAL

						
							
							LICENCIA DE EXPLORACIÓN

						
							
							TOTAL

						
					

					
							
							N.º DE TÍTULOS

						
							
							TIEMPO (AÑOS)

						
							
							N.º DE TÍTULOS

						
							
							TIEMPO (AÑOS)

						
							
							N.º DE TÍTULOS

						
							
							TIEMPO (AÑOS)

						
							
							N.º DE TÍTULOS

						
							
							TIEMPO (AÑOS)

						
					

					
							
							Sociedad de capital Extranjera

						
							
							65

						
							
							29.55

						
							
							6

						
							
							0.77

						
							
							
							
							71

						
							
							27.12

						
					

					
							
							Persona natural

						
							
							144

						
							
							28.39

						
							
							7

						
							
							1.87

						
							
							1

						
							
							5.00

						
							
							152

						
							
							27.01

						
					

					
							
							Sociedad anónima nacional

						
							
							54

						
							
							29.33

						
							
							16

						
							
							1.13

						
							
							5

						
							
							1.40

						
							
							75

						
							
							21.45

						
					

					
							
							Personas naturales

						
							
							70

						
							
							28.89

						
							
							
							
							
							
							70

						
							
							28.89

						
					

					
							
							Sociedad ordinaria de minas

						
							
							11

						
							
							30.02

						
							
							
							
							2

						
							
							5.00

						
							
							13

						
							
							26.17

						
					

					
							
							Concesionarios viales

						
							
							
							
							180

						
							
							3.64

						
							
							
							
							180

						
							
							3.64

						
					

					
							
							Sociedad limitada nacional

						
							
							7

						
							
							28.44

						
							
							3

						
							
							1.17

						
							
							
							
							10

						
							
							20.26

						
					

					
							
							Asociación de mineros

						
							
							4

						
							
							24.47

						
							
							
							
							
							
							4

						
							
							24.47

						
					

					
							
							Ente territorial-municipio

						
							
							
							
							50

						
							
							2.10

						
							
							
							
							50

						
							
							2.10

						
					

					
							
							Personas naturales y jurídicas

						
							
							1

						
							
							30.02

						
							
							
							
							
							
							1

						
							
							30.02

						
					

					
							
							Empresa industrial y comercial del Estado

						
							
							
							
							3

						
							
							2.13

						
							
							
							
							3

						
							
							2.13

						
					

					
							
							Nivel central de Gobierno

						
							
							
							
							4

						
							
							0.85

						
							
							
							
							4

						
							
							0.85

						
					

					
							
							Total

						
							
							356

						
							
							28.85

						
							
							269

						
							
							3.01

						
							
							8

						
							
							2.75

						
							
							633

						
							
							17.54

						
					

				
			

			Fuente: cálculos con base en registros de la Agencia Nacional de Minería.

			La preponderancia de los contratos de concesión, cuyos titulares no son ni concesionarios viales ni el Estado, da cuenta de que la actividad de explotación es el núcleo de un mercado con evidentes imperfecciones y considerables externalidades negativas, especialmente sobre la biósfera y la salud humana40, y no meramente por sus efectos macroeconómicos conectados con la desaceleración del crecimiento y popularizados desde la obra de Larrain y Sachs41 como “la maldición de los recursos naturales”. La “ironía” del precario desempeño económico de las economías mineras en comparación con las que no lo son, ha hecho carrera entre académicos y políticos, quienes en años recientes han reactivado las amenazas de la renta primario-exportadora sobre el desarrollo industrial al calor de las remembranzas de las secuelas del “síndrome holandés”. El análisis realizado en este acápite indica que la ironía se origina en la misma creación de los mercados mineros formales que el Estado, en lugar de regular, promueve abiertamente creando rentas monopólicas y rentas diferenciales mineras, discernibles en el marco de una aguda concentración de la actividad explotadora al decir de los índices de negocio y de Herfindahl.

			3. LA GEOGRAFÍA POLÍTICA DE LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN

			Las diferencias de naturaleza y de grado inmanentes a la actividad económica territorializada más debatida, la minería, son las categorías que orientan el análisis del mercado creado por el Estado como propietario de la mercancía subsuelo e institucionalizado a través de la expedición de títulos mineros. Las diferencias de naturaleza se evidencian en la riqueza mineral localizada en ciertas jurisdicciones, en relación con la relativa pobreza del subsuelo en otras. El capital minero disputa la exclusividad de la explotación de esos subsuelos ricos de propiedad del Estado, cuyos derechos de propiedad le son transferidos, pero con dos diferencias de grado: el número de minerales explotables al amparo de cada título y los años de vigencia del título.

			Las licencias de exploración y explotación, los aportes mineros y los contratos mineros son las modalidades establecidas en el Código de Minas para la titularización minera. En los registros vigentes y en ejecución otorgados por la Agencia Nacional de Minería en 2013 se detectaron trescientos cincuenta y seis (56,2%) contratos de concesión, doscientos sesenta y nueve (42,5%) autorizaciones temporales y ocho (1,3%) licencias de explotación. Tal como se mostró en la Tabla 3, los primeros tienen una duración promedio de 28,9 años, las segundas de tres años y las últimas de 2,8 años. Las concesiones viales son el negocio predominante entre las autorizaciones temporales, siendo la mercancía amparada los materiales superficiales empleados en la construcción, reparación o mantenimiento de la infraestructura vial, mientras que la extracción de arcillas y gravas arenosas es el segundo renglón en esta modalidad. 

			El análisis que sigue se centra en los contratos de concesión por ser la modalidad más prolongada en tiempo y espacio y, además, por contener las mayores economías de aglomeración contractual minera. Diferentes razones hacen que el inicio de la explotación no coincida con el de la expedición del título, pero esa etapa inicial de la concesión que se dedica a actividades como la exploración, o también algunos tiempos muertos, son tiempos propios de la actividad e imputables al negocio, tal como sería el rezago de instalación de cualquier actividad productiva fabril, por ejemplo. El INM que se esbozó en la Tabla 1 se representa a continuación a nivel municipal, comenzando por cada uno de sus componentes, a fin de tener una representación territorial de las diferencias de grado o intensidad de esta actividad que ilustren la fragmentación territorial subsecuente a la titulación mineral formal pues, como se puede intuir, entre más amplias sean las diferencias de grado en la explotación del subsuelo mayor será la fragmentación del territorio. Los mapas que acompañan este análisis son sólo una representación indicativa de lo que ocurre en el territorio, en especial por la escala a la que se produjeron. Empleando la cartografía municipal del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en estos mapas se representa lo acaecido en cada jurisdicción en materia de licenciamiento minero bajo la modalidad de los contratos de concesión. 

			En los tres primeros mapas se representan las diferencias de grado o intensidad identificadas con arreglo al criterio de territorialización de la actividad minera: el número de contratos de concesión, los años de vigencia de los títulos y la distribución del número de materiales concesionados por cada jurisdicción municipal. En el cuarto se sintetizan las tres diferencias, de la misma manera como se hizo en la Tabla 1, pero a escala municipal y, con ello, se resumen las diferencias de intensidad en relación con el argumento de la fragmentación territorial que produce la actividad minera. Para responder a la cuestión de quiénes son los agentes que producen la diversidad geográfica se elaboró el último mapa a partir de los resultados de la Tabla 2, pero agrupando los capitales mineros en sólo tres modalidades.

			La primera diferencia de grado es la cantidad de títulos que garantizan la permanencia en las jurisdicciones municipales de los capitales mineros organizados bajo diferentes figuras jurídicas, razón por la cual el rango es de una amplitud considerable, pues hay municipios que soportan un solo título mientras que otros, incluso colindantes, llegan a acoger hasta dieciocho explotaciones, como es el caso de Manizales. Tal intensidad puede obedecer a diferencias de naturaleza, esto es, que la riqueza del subsuelo en efecto es tan abundante que su explotación requiere más de un proyecto minero o, también, a fallas institucionales que permiten la operación de testaferros de capitales ilegales o acaparadores que crean un mercado secundario de títulos: a mediados de 2011, el diario El Tiempo denunció el negocio de un matrimonio al que le habían otorgado doce títulos mineros y que, en su momento, tramitaba otros quinientos ante Ingeominas. Según esta fuente, en el mercado secundario los títulos mineros podían tasarse hasta por US$100 millones.

			En la jurisdicción de Manizales, que es uno de los nueve núcleos metropolitanos sobre los que gravita la urbanización de la población colombiana (Alfonso, 2014), se concesionó el mayor número de explotaciones mineras en 2013 (Mapa 1), una diferencia de intensidad notable si se compara con la de Remedios en Antioquia, que es la segunda jurisdicción más licenciada con diez contratos de explotación, y con Dabeiba y Segovia en este mismo departamento, y Sogamoso en Boyacá, que son las terceras con nueve contratos de explotación cada una. Dos rasgos diferenciadores del licenciamiento minero manizalita son, en primer lugar, que la totalidad de los contratos están en poder de personas naturales colombianas, y solamente una de ellas posee otros títulos en otras jurisdicciones del mismo entorno metropolitano y, en segundo lugar, que en la mayoría hay pocas economías contractuales de aglomeración minera pues, en promedio, se explotan 1,38 minerales por contrato, siendo los materiales para la construcción el mineral predominante licenciado.

			La variedad de la primera diferencia de grado, es decir, de intensidad de explotación del territorio por la minería, induce a una reflexión sobre el impacto particular de la actividad sobre el territorio, como también al desarrollo del principio del ordenamiento y responsabilidad que orienta el Plan Nacional de Ordenamiento Minero42. Las responsabilidades de los concesionarios mineros en cuanto a la mitigación de las externalidades negativas ambientales y sociales deberán ser establecidos por jurisdicciones municipales, y estimadas en proporción al conjunto de las diferencias de grado.

			

    		    
                                 
                                        
                                             	 MAPA 1

												PRIMERA DIFERENCIA DE GRADO: LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN OTORGADOS EN 2013

                                        

                                                [image: alfonso1]                               
                                        
                                               Fuente: elaborado con base en registros de la Agencia Nacional de Minería y cartografía del IGAC.

                                        

                                

                
   
			La varianza de la segunda diferencia de grado es mucho menor que la anterior, pues la duración promedio de la mayor parte de los contratos de concesión suscritos en 2013 bordean el máximo legal de treinta años ( Mapa 2). Ese período equivale a 7,5 períodos de alcaldes elegidos popularmente que, al posesionares, encontrarán que la gestión local del ordenamiento de sus municipios soporta una limitación impuesta por la servidumbre instaurada por el licenciamiento minero, de manera que ese es el auténtico componente estructural inmodificable con el que deberán lidiar, más aún cuando los lineamientos del Plan Nacional de Ordenamiento Minero se conocen cuando la riqueza del suelo y del subsuelo está virtualmente licenciada en su totalidad. Las concesiones públicas a plazos tan amplios tienen varias implicaciones económicas, pues la variabilidad en el tiempo de las grandezas en que reposan puede afectar significativamente los beneficios privados y los costos públicos que de ellas se derivan: las variaciones periódicas en el costo del capital y la relajación de los concesionarios en el cumplimiento de sus responsabilidades en materia de mitigación de los impactos ambientales y ecológicos, son solo dos de ellas que justifican la regulación estatal y la posibilidad de la modificación del contrato en aras del afianzamiento de la gobernabilidad jurisdiccional.

			Para los propósitos de este trabajo, los registros de la Agencia Nacional de Minería adolecen de uniformidad en cuanto al número de minerales concesionados en cada título, pues si bien en algunos de ellos se detallan uno a uno, en otros aparece el mineral concesionado seguido del complemento “y demás concesibles”. Ese complemento tiene connotaciones jurídicas y económicas. En el contexto en que aparecen estas palabras, y en su sentido “natural y obvio”, se deduce que se trata de todo mineral que lícitamente su propietario –el Estado colombiano– puede otorgar en concesión para su explotación. Tal legalidad emana de las reglas que al respecto se establecieron en el Código de Minas de 2001 y en sus ulteriores reglamentaciones, encontrándose que el artículo 61 tal norma establece los criterios de la “liga íntima” y de “asociados” a la explotación del mineral concesionado. En el primer caso, existen minerales adheridos al concesionado que requieren de procesos posteriores para su separación, mientras que los segundos son parte integral del principal. Puesto que la incertidumbre acerca de la riqueza en el subsuelo sobre cuya base se licenció puede ser superada a medida que avanza la explotación del mineral concesionado, pues es factible el hallazgo de vetas no conocidas, la regla prevé que el objeto del contrato podrá ser ampliado ante tal contingencia.

			



    		    
                                 
                                        
                                             	MAPA 2

												SEGUNDA DIFERENCIA DE GRADO: LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LA VIGENCIA (AÑOS) DE LOS TÍTULOS MINEROS OTORGADOS EN 2013
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                                               Fuente: elaborado con base en registros de la Agencia Nacional de Minería y cartografía del IGAC.

                                        

                                

                
  




			La tercera diferencia de grado se encuentra en el número de minerales concesionados de manera explícita en cada título. La discusión precedente es pertinente pues en el análisis se considera únicamente el mineral principal en los casos en que aparezca el complemento “y demás concesibles”. Una concesión con dos o más minerales licenciados encarna economías contractuales de aglomeración, que es un determinante crucial de los beneficios a los que accede un concesionario en razón de las diferencias de naturaleza suscitadas en la riqueza mineral de la mercancía subsuelo. La diferenciación territorial en este aspecto pone en evidencia que es en el departamento del Chocó en donde se localizan, de manera privilegiada, las diferencias de naturaleza, pues es en las jurisdicciones de Bojayá y Nuquí, seguidas del Bajo Baudó (Mapa 3), en donde reposa la mayor cantidad de minerales concesionados con economías de aglomeración explícitamente tituladas, con la particularidad de que en todos ellos se explotan minerales preciosos. Este tipo de economías mineras constituyen el principal desafío para el desarrollo del principio de la gestión diferenciada por mineral que incorpora el Plan Nacional de Ordenamiento Minero, en la medida que la naturaleza del proceso productivo en las explotaciones aglomeradas es virtualmente indivisible.

			Las tres diferencias de grado se sintetizan, como ya se explicó, en una medida que es el INM, cuyo resultado se representa en el Mapa 4 a escala municipal. No obstante que ningún municipio tolimense está a la cabeza de alguna de las diferencias de grado analizadas individualmente, de conjunto soportan las mayores intensidades de explotación y, además, ello se expresa de manera dominante pues, de los siete primeros municipios del país a la cabeza de la jerarquía de diferenciaciones de grado sintetizadas, cinco pertenecen al Tolima, uno a Caldas y otro a Bolívar. Adviértase que, no obstante el elevado número de concesiones que soporta en su jurisdicción, Manizales apenas ocupa el quinto lugar en la síntesis debido a las bajas economías de aglomeración en cada contrato. Los “ejercicios regionales de ordenamiento territorial en zonas de interés minero”43 que promueve el Plan Nacional de Ordenamiento Minero que buscan precisar las “potencialidades, restricciones y condicionantes” de la explotación minera como soporte de los análisis socio-ecológicos para la toma de decisiones, no pueden pasar por alto las diferencias de intensidad aquí sugeridas, pues ellas son inmanentes a la naturaleza del mercado del subsuelo creado por el Estado.

			


    		    
                                 
                                        
                                             	MAPA 3

												TERCERA DIFERENCIA DE GRADO: LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LAS ECONOMÍAS CONTRACTUALES DE AGLOMERACIÓN MINERA EN LOS TÍTULOS OTORGADOS EN 2013
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                                               Fuente: elaborado con base en registros de la Agencia Nacional de Minería y cartografía del IGAC.

                                        

                                

                
   



			
    		    
                                 
                                        
                                             	MAPA 4

												SÍNTESIS DE LAS DIFERENCIAS DE GRADO: LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL 
DEL ÍNDICE DE NEGOCIO MINERO 2013
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			Esta descripción sucinta de la geografía minera colombiana o, de manera más precisa, de la actividad concesionada para las próximas tres décadas, quedaría incompleta si no se detallase una diferencia adicional a la de naturaleza y a la de intensidad: la de origen. El desarrollo tecnológico en los países centrales acostumbra a imponerse en diferentes esferas de la actividad económica en la que ciertos mercados entran en disputa, como rasgo decisivo para el acceso a los beneficios que de allí se derivan. La minería no es la excepción pues, de hecho, las capacidades diferenciadas de los capitales mineros multinacionales en lo tecnológico, en lo económico y en la gestión, gozan de un tratamiento preferencial del Estado colombiano a la hora de acceder a las licencias por demanda44. La captación de la renta de monopolio de la minería induce a los capitales a competir por las exclusividades en el territorio, de manera que los mejor dotados fluyen hacia aquellas zonas en las que las economías contractuales de aglomeración minera son mayores, mientras que los menos dotados tecnológicamente y en capacidad económica y de gestión se orientan hacia las zonas con subsuelos menos ricos y diversos en minerales.
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